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Material educativo. Ejemplar sin valor comercial. Producido por la  
Internacional de la Educación para América Latina y de distribución gratuita.

La investigación y la publicación realizada gracias a la solidaridad de las organi-
zaciones de docentes en Suecia, Lärarförbundet, y Noruega, Utdanningsforbundet.
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Presentación

Una de las tareas centrales del movimiento sindical es buscar 
los espacios para la incidencia en las políticas públicas. Los 
avances en derechos que hemos visto en la última década en 
la región, no pueden explicarse sin la acción sindical y de los 
movimientos sociales. Esto es válido para políticas públicas 
en educación, en derechos laborales y en derechos sexuales 
y reproductivos.

En política podemos encontrar vacíos temáticos, pero nunca 
espacios vacíos.  Los espacios en los que los sindicatos no 
participamos y por una u otra razón dejamos vacíos, son inmediatamente ocupa-
dos por otros sectores. Esto es muy claro en el debate sobre igualdad de género.  
Es por eso que la Red ha señalado la urgencia de tener mayor visibilidad y peso 
en las discusiones y la toma de decisiones sobre igualdad de género en la esfera 
pública y de llevar la mirada sindical y de clase a este debate: ya sea ocupando 
las sillas junto a los tomadores de decisión, con elaboración de datos propios a 
través de investigaciones, con alianzas con otros movimientos de mujeres, con 
procesos de diálogo con la bases o con movilizaciones en las calles. 

Otro reto de los sindicatos es que las sillas de la toma de decisiones al interno 
de sus propias organizaciones sean también ocupadas de forma democrática, de 
forma igualitaria, con paridad. 

Es por esto que la Internacional de la Educación América Latina ha desarrollado 
una investigación que pueda cualificar las diferentes acciones sindicales en la 
incidencia de las políticas públicas en los países de la región. 

Este trabajo fue realizado por Gabriela Bonilla y fue posible gracias al apoyo de las 
organizaciones sindicales que en cada país brindaron información y facilitaron el 
contacto con autoridades públicas.

El documento muestra las realidades nacionales de seis países en relación a las 
políticas de igualdad con equidad de género y las formas de incidencia y de par-
ticipación de los sindicatos en los procesos de estas políticas. También muestra 
las tareas pendientes y las oportunidades para ir ocupando espacios y llevando la 
mirada sindical al debate sobre la igualdad de género en la esfera pública.

Combertty Rodríguez 
Coordinador Regional Principal  

Internacional de la Educación 
América Latina
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Introducción

La Red de Trabajadoras de la Educación de la Internacional de la Educación Amé-
rica Latina (IEAL) ha trabajado por más de una década mejorando las herramien-
tas teóricas, analíticas y participativas de las mujeres sindicalistas, como estrate-
gia para fortalecer sus sindicatos.

Quienes participan en la Red de Trabajadoras desarrollan procesos de formación, 
de debate y de intercambio, al tiempo que buscan una problematización más 
amplia de lo que se quiere concebir como la igualdad con perspectiva de género 
en los espacios sindicales, educativos, políticos y regionales en los que participan 
los sindicatos.

En coherencia con la estrategia del Movimiento Pedagógico Latinoamericano, 
organizado por la Internacional de la Educación para América Latina y que co-
loca a los sindicatos en la escena de la formulación de la política educativa, la 
Red ha vuelto su mirada a las políticas públicas como un espacio de acción para 
romper con la desigualdad y las distintas formas de discriminación basadas en el 
género. El Estado, a través de la implementación de políticas, planes y programas, 
es el responsable directo de prevenir que la diferencia sexual entre hombres y 
mujeres se transcriba en discriminación contra las mujeres.

Este documento muestra los resultados de una investigación que da cuenta del 
estado de incidencia sindical en las políticas públicas para la igualdad con pers-
pectiva de género en ocho países de América Latina. La medición de la inci-
dencia no ha seguido un método cuantitativo, sino más bien se ha basado en la 
percepción que tiene cada organización de su propia participación.

Las organizaciones que han participado de esta consulta son las afiliadas a la 
Internacional de la Educación en Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, El Sal-
vador, Perú, República Dominicana y Uruguay. Una característica clave de este 
proceso de investigación fue la apertura al diálogo y reflexión que tuvieron los 
sindicatos de cara al tema.

La investigación que se presenta se propone, más que dar una explicación total o 
exhaustiva, observar las tendencias de la participación sindical en las políticas de 
igualdad en la región, generar interrogantes de cara a las estrategias de incidencia 
sindical y brindar posibles recomendaciones.

Esta investigación, además de repasar los avances de una década en políticas pú-
blicas, también le propone a los sindicatos de educación el ejercicio de preguntar 
por su propia participación e incidencia en la formulación de las políticas para la 
igualdad. Una segunda tarea es preguntarse por el lugar que se le da en la agen-
da sindical a una profundización y complejización de los derechos de género ya 
reconocidos en las legislaciones.
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Justificación

Durante el año 2009, la Internacional de la Educación para América Latina de-
sarrolló una sistematización a nivel de América Latina que daba cuenta de las 
legislaciones, políticas afirmativas, normativas y convenios a favor de la equidad 
de género en 19 países de la región. Ese documento constituye hoy en día un 
material de consulta y de apoyo para el diseño de planes de trabajo en la región. 
Esa sistematización se hacía tomando en cuenta que desde el año 2000, América 
Latina veía la llegada de nuevos gobiernos democráticos que fortalecían la esfera 
pública y reconocían nuevos derechos como producto de las demandas y las 
luchas del movimiento sindical y el sector social.

Esta propuesta de investigación comprende a las políticas públicas como el con-
junto de decisiones, legislaciones, programas y acciones públicas (ya sea a nivel 
nacional o local) dirigidos a resolver el acceso de las mujeres a recursos concre-
tos y simbólicos en los espacios políticos y sociales, tanto públicos como priva-
dos. Coincide con la definición del Observatorio de Políticas de Igualdad de Amé-
rica Latina y el Caribe de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL), que describe las políticas de igualdad con perspectiva de género como 
aquellas acciones “sustentadas en enfoque de derechos que implica el goce efec-
tivo de estos y la garantía estatal de su ejercicio” (CEPAL, 2015).

Las políticas públicas de igualdad con perspectiva de género rompen con la su-
posición de una igualdad dada como un hecho natural, sino que por el contrario, 
asumen que la igualdad debe construirse como un hecho político, social y cul-
tural. Esta igualdad se construye desarrollando políticas, programas, medidas y 
proyectos dirigidos a superar los desequilibrios existentes.

Es por ello que las políticas públicas de igualdad con perspectiva de género pue-
den actuar en ámbitos muy diversos, pues en todos se dan estos desequilibrios 
entre mujeres y hombres, por ejemplo en el acceso y control de los recursos, la 
participación en los cargos públicos, los contenidos de los programas de salud, 
de políticas educativas y de protección al derecho a la educación y de normativas 
de trabajo, pues en todos los ámbitos hay niveles de desigualdad a atender.

El Movimiento Pedagógico Latinoamericano ha señalado la importancia de un 
cambio de estrategia de los sindicatos de educación en la región, tratando de 
aprovechar las diferentes coyunturas e integrar en su método de trabajo la ela-
boración de propuestas en materia de contenidos y de alcance de las políticas 
públicas (Internacional de la Educación, 2011). 

No obstante, está claro que el avance en las políticas de igualdad con perspec-
tiva de género y en la ampliación de los derechos de las mujeres y de la clase 
trabajadora en general, son producto de la correlación entre las luchas y de la 



Internacional de la Educación para América Latina / 9

incidencia política de los diferentes movimientos sociales y el momento político 
y democrático que atraviesa cada país.

Como se observa en el acápite sobre tendencias observadas, el que muchos sin-
dicatos de educación ─junto con sus centrales─ no hayan desarrollado aún una 
estrategia en materia de incidencia en políticas públicas de igualdad con pers-
pectiva de género, responde a una diversidad de factores que incluyen la capaci-
dad real de actuación del colectivo de mujeres dentro del sindicato, la estructura 
organizativa y la situación política y democrática que atraviesa cada país. La es-
trategia implementada por un sindicato de un país de corte neoliberal, o incluso 
que enfrenta un golpe de Estado, jamás podrá parecerse en métodos y conteni-
dos a la estrategia de un sindicato que actúa en un país regido por un gobierno 
del campo democrático y popular. Las correlaciones de fuerza son distintas y los 
avances responden a esas correlaciones.

Este documento es una expresión del compromiso y de la intencionalidad polí-
tica y pedagógica de la Red de Trabajadoras de la Educación de la Internacional 
de la Educación para América Latina, que pretende posicionar a los sindicatos de 
educación como actores sociales y políticos claves en el debate, la propuesta y la 
defensa de las políticas públicas con igualdad con perspectiva de género.

Orientado por esa premisa, esta investigación observa las formas en que los sin-
dicatos perciben su propia participación en las diferentes fases de establecimien-
to de las políticas públicas de igualdad con perspectiva de género en la última 
década. Se han priorizado aquellas legislaciones que atañen la representación 
y participación política; la prevención de la violencia de género; los derechos 
sexuales y reproductivos; el derecho al trabajo y a la autonomía económica y las 
políticas educativas y de protección al derecho a la educación.

Las experiencias exitosas de incidencia política de los sindicatos de la educación 
pueden dar luces sobre hacia dónde dirigir las estrategias de capacitación, nego-
ciación y movilización sindical para mejorar las estrategias de dicha incidencia.



10 / Incidencia sindical en políticas públicas para la igualdad

Antecedentes

La Internacional de la Educación reconoce en la igualdad desde el enfoque de 
género, una estrategia para transformar las prácticas políticas, sociales y cultura-
les y erradicar los estigmas y estereotipos que impactan la vida pública y privada 
(Internacional de la Educación, 2015). La Red de Trabajadoras ha debatido los 
temas propuestos por la investigadora latinoamericana Marta Lamas, quien ex-
plica que “la perspectiva de género por sí misma no abre alternativas políticas ni 
sirve para superar la política neoliberal, desmantelar las instituciones patriarcales” 
y agrega que “este enfoque sólo es capaz de incidir analítica y estratégicamente 
en la dirección de ciertas políticas públicas y acciones gubernamentales” (Lamas, 
2005). Desde esta perspectiva, la acción sindical y de los movimientos sociales 
es clave para incidir en la política estatal desde la crítica, la movilización, la pro-
puesta y la negociación.

La Red de Trabajadoras ha discutido los conceptos diferenciados de “igualdad” y 
“equidad”. La igualdad tiene que ver con otorgarle una valoración igual a las aspi-
raciones y necesidades de hombres y mujeres, mientras que la equidad se refiere 
a un tratamiento diferencial, incluyendo medidas que no son necesariamente 
iguales, conocidas como políticas afirmativas, que permiten avanzar en igualdad 
de oportunidades y obligaciones. La equidad puede implicar una distribución 
diferenciada de recursos con tal de alcanzar la igualdad. Por ejemplo, cuando un 
sindicato con una base mayoritariamente femenina, logra que la mayoría de las 
becas para actualización profesional sea dirigido a docentes mujeres.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) y el Consejo Económico y So-
cial de las Naciones Unidas (ECOSOC, 1997), explican la transversalización de la 
perspectiva de género en las políticas públicas como ponderar el impacto dife-
renciado que tienen sobre hombres y sobre mujeres “cualquier acción que se 
planifique, ya se trate de legislación, políticas o programas, en todas las áreas y 
en todos los niveles. Es una estrategia para conseguir que las preocupaciones y 
experiencias de las mujeres, al igual que las de los hombres, sean parte integrante 
en la elaboración, puesta en marcha, control y evaluación de las políticas y de 
los programas en todas las esferas políticas, económicas y sociales…” (ECOSOC, 
2002).

Los resultados de la investigación muestran distintos avances en políticas y pro-
gramas por país, y deja en evidencia que la fuerza de la movilización social y la 
presencia de gobiernos democráticos, así como la visión acertada de la comple-
jidad de los derechos de las mujeres, potencia la capacidad estatal y pública para 
establecer normativas que respondan a las necesidades de las mujeres de forma 
diferenciada y oportuna.
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Objetivos

General	

•	Conocer el estado de incidencia sindical en las políticas públicas para la igualdad 
con perspectiva de género en ocho países de América Latina en los últimos diez 
años.

Específicos	

•	 Identificar la mayor cantidad de legislaciones, programas y acciones estatales ini-
ciadas en la última década en ocho países de la región.

•	 Promover la discusión y la reflexión sobre el lugar que ocupa la incidencia en po-
líticas de igualdad con perspectiva de género y políticas afirmativas en la agenda 
sindical.

•	Documentar las estrategias exitosas de participación sindical en la incidencia en la 
formulación e implementación de políticas públicas para la igualdad con perspec-
tiva de género.
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Población y muestra

La selección de los ocho países que participan en esta investigación fue coordi-
nada junto con la Oficina Regional de la Internacional de la Educación. Los países 
tomados en cuenta en esta ocasión han sido Argentina, Brasil, Colombia, Cos-
ta Rica, El Salvador, Perú, República Dominicana y Uruguay. Específicamente los 
sindicatos que agrupan trabajadoras y trabajadores de la educación en primaria 
y secundaria. En esta selección no han participado sindicatos del nivel de edu-
cación superior. Esta selección responde al avance en políticas de igualdad con 
perspectiva de género en dichos países, e incluso, al deterioro o estancamiento 
de las mismas. 
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Metodología

La metodología de trabajo se basa en la recuperación de debates de la Red de 
Trabajadoras de la Educación de la Internacional de la Educación América Lati-
na y una revisión de la bibliografía existente. Además, en el periodo de agosto 
a octubre del 2015 se desarrolló un conjunto de entrevistas a profundidad con 
autoridades públicas y la dirigencia sindical de los distintos países que pudo ser 
contactada en el momento de la recolección de información. 

Las instituciones públicas entrevistadas en cada país fueron seleccionadas y su-
geridas por los sindicatos nacionales.

La información se analizó por área temática y se presenta en este documento de 
esa misma forma. 

Por ello, este documento presenta cuatro momentos distintos de análisis para 
cada uno de los cinco ejes de políticas públicas. Una primera descripción de las 
políticas vigentes, precedida por una tabla que enlista las legislaciones por país y 
las formas de participación indicadas por cada sindicato. Las otras tres áreas de 
análisis abordan los asuntos pendientes señalados por las propias autoridades y 
sindicatos en materia de implementación, y las formas de participación que cada 
sindicato reporta haber tenido un breve balance regional en esa área de legisla-
ciones específicas.

El documento presenta las experiencias de incidencia sindical en las cinco áreas 
de políticas públicas consultadas en el orden de representación y participación 
política, prevención de la violencia de género, salud sexual y reproductiva, dere-
cho al trabajo, libertad sindical y autonomía económica y políticas educativas y 
de protección al derecho a la educación.
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Participación  
e incidencia

Al reflexionar sobre las formas de participación e incidencia mencionadas por 
cada sindicato, se pudieron reunir esas formas de participación en un conjunto 
de tendencias que pueden explicar el nivel de incidencia e involucramiento de 
cada sindicato en las políticas públicas para la igualdad y las acciones afirmativas.

Algunas de las principales tendencias observadas que se pueden señalar son:

1.	 La región de América Latina ha tenido algunos avances en materia de igual-
dad que responden a los procesos mundiales (en 1990 surgen instituciones 
públicas que atienden el tema de igualdad) y otros avances que superan a la 
mayoría de las regiones en el mundo (derechos LGBT y cuotas de representa-
ción en estructuras gubernamentales).

2.	 En todos los países observados, el área de política pública con perspectiva de 
género que recibe la mayor inversión en materia de coordinación interinsti-
tucional, presupuesto y estructura burocrática, es el trabajo de atención a las 
víctimas de violencia basada en el género y de la prevención de la violencia de 
género y familiar.

3.	 En los países en los que las organizaciones sindicales han estado más involu-
cradas en la profundización y ampliación de políticas públicas que benefician 
a las mujeres, el común denominador es una coyuntura democrática que es 
favorable al diálogo social y a la participación política de distintos sectores. 
Es decir, que la situación democrática de los países impacta directamente la 
capacidad de los sindicatos de ser parte del avance en propuesta y conquista 
de las políticas públicas de igualdad.

4.	 Aquellas organizaciones sindicales que no poseen una práctica permanente 
de incidencia en las políticas educativas y de protección al derecho a la edu-
cación y políticas públicas en general, son menos propensas a proponer, o en 
último caso, movilizarse por reivindicaciones específicas para el colectivo de 
mujeres.

5.	 En los países donde los gobiernos han representado un proyecto democrático 
y popular, la incidencia de los movimientos sociales y sindicales como sujeto 
político se ha visto fortalecida, sin que esto necesariamente haya implicado el 
reconocimiento de las mujeres como sujeto político específico.

6.	 En los países donde los gobiernos representan un proyecto democrático y 
popular, los sindicatos han apoyado en mayor o menor medida –y siempre 
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con un sentido de autonomía y posturas críticas– los proyectos políticos plan-
teados por dichos gobiernos. De cara a las políticas para la igualdad de gé-
nero logradas en los últimos años en los países mencionados, los sindicatos 
pueden no haber desarrollado debates ni tomado posturas a lo interno de la 
organización, pero se perciben a sí mismos como actores movilizados a favor 
de dichas políticas. Una razón para esta auto-percepción es que las políticas 
de igualdad son parte del proyecto político llevado adelante en el país y como 
parte de ese proyecto, cuentan con un aval de los sindicatos.

7.	 Cuando las organizaciones sindicales han estado más involucradas en la pro-
fundización y ampliación de políticas públicas que benefician a las mujeres, el 
común denominador es una coyuntura democrática que es favorable al diá-
logo social y a la participación política de distintos sectores. La Internacional 
de la Educación para América Latina ha discutido en varias ocasiones cómo 
es que las fuerzas políticas en el poder influyen directamente en los procesos 
de diálogo y negociación desde las cuales las distintas fuerzas sociales puedan 
incidir.

8.	 La capacidad sindical para tomar banderas de derechos humanos de las muje-
res y derechos de diversidad sexual, disminuye en aquellos países donde estos 
mismos sindicatos tienen pocas alianzas con los otros movimientos sociales y 
con los movimientos de mujeres en general.

9.	 Por el contrario, los temas de igualdad y de atención a las políticas afirmativas 
están ausentes o son profundamente frágiles en aquellos sindicatos donde el 
colectivo de mujeres no tiene fuerza orgánica, no tiene sistematicidad de ac-
ción y además, actúa aislado y/o en oposición al resto de los movimientos de 
mujeres del país.

10.	Con excepción de Brasil y Argentina, las autoridades públicas dijeron desco-
nocer los programas o políticas específicas de género y diversidad que tienen 
los sindicatos. En seis de ocho países, las autoridades gubernamentales que 
desarrollan las diferentes políticas de igualdad no habían identificado a los sin-
dicatos como interlocutores en materia de políticas y programas por la igual-
dad con perspectiva de género y la diversidad.

11.	Ante la ausencia de los sindicatos y/o centrales sindicales en las etapas de 
propuesta, negociación y aprobación de las leyes, quienes han protagonizado 
estas conquistas y estas luchas han sido otros movimientos sociales, sobre 
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todo colectivos de mujeres. Se desconoce en cuánta medida los movimientos 
de mujeres logran reconocer al movimiento sindical como un aliado político 
e ideológico en la construcción de la igualdad con perspectiva de género.

12.	Los sindicatos que no han logrado transformar su estructura orgánica de 
modo que esta sea más democrática y participativa, desarrollan una agenda 
temática y reivindicativa menos inclusiva de los temas específicos de sus afi-
liadas mujeres.

13.	Son muy escasos los casos en que la dirigencia nacional del sindicato ha to-
mado una postura clara, nacional, política y reivindicativa ante las políticas 
de Estado sobre violencia, derechos sexuales y reproductivos, cuidado y res-
ponsabilidades compartidas. Este posicionamiento responde a la capacidad 
estratégica –y correlación de fuerzas– de los colectivos de mujeres de colocar 
temas en la agenda del sindicato.

14.	Si bien muchas organizaciones juegan un rol central en el monitoreo de la 
implementación de las políticas educativas y de protección al derecho a la 
educación y laborales en sus países, ninguna organización consultada repor-
tó desarrollar una tarea sistemática de fiscalización del cumplimiento de las 
legislaciones por la igualdad con perspectiva de género. Incluso, en los esca-
sos casos en que los equipos de mujeres o de igualdad están acompañando 
algunas legislaciones, ese papel de acompañamiento no forma parte de la 
percepción general del sindicato. Es por ello que las categorías de análisis no 
incluyen la fiscalización o monitoreo de implementación de las políticas.

15.	Las organizaciones sindicales se han apropiado en poca medida del tema de 
la conciliación de la vida privada o familiar con la vida pública y política. Con 
excepción de los sindicatos en Uruguay, el común denominador es que los 
sindicatos tengan muy poca presencia en los debates nacionales sobre legis-
laciones para el cuidado compartido. Incluso al interno de las organizaciones, 
las mujeres afiliadas continúan teniendo sobre sus hombros –y resolviendo de 
forma individual– la contradicción entre vida pública y privada, prolongando 
así una discriminación histórica.

16.	Existen sindicatos cuya estructura y agenda continúa profundamente per-
meadas (y definidas) por los partidos políticos. En estos casos, una política 
de igualdad de oportunidades que impacte los partidos políticos, debería im-
pactar al sindicato y viceversa. Aún así, se han observado casos en los que los 
partidos políticos sí implementan cuotas y otros mecanismos para la igualdad 
pero en los sindicatos no se da un correlato de dichas medidas.

17.	No se percibe aún una estrategia clara de cómo colocar el debate por la in-
cidencia en las políticas públicas por la igualdad con perspectiva de género 
en los espacios sindicales. Ningún sindicato informó tener una sistematicidad 
en las discusiones sobre el lugar que debe tener el tema de incidencia en las 
políticas públicas por la igualdad en su agenda sindical o de un análisis propio 
sobre alcances y limitaciones de su participación en las políticas de igualdad 
con perspectiva de género como estrategia política.

18.	Un eje con poca presencia en los diálogos que alimentaron esta investigación 
es la acción sindical de cara a la justicia fiscal. La inversión en políticas pú-
blicas requiere un sistema fiscal autónomo y transparente. En la región, aún 
hay heterogeneidad en la claridad con que se posicionan los sindicatos para 
evidenciar el impacto directo de una buena o mala gestión fiscal y distributiva 
sobre las políticas públicas.
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Categorías  
de análisis

Las discusiones de la Red de Trabajadoras de la Educación han abordado los pro-
cesos de incidencia política de sus sindicatos. Estos debates han sido enriqueci-
dos con los análisis y las elaboraciones teóricas de mujeres sindicalistas que han 
ocupado cargos en la función pública de sus países, entre ellas las compañeras 
Juçara Dutra (Brasil) y Gloria Ramírez (Colombia). 

Ramírez ha analizado la incidencia sindical en la política pública en cuatro fases. 
La primera se refiere a colocar el tema central de la política en la agenda pública y 
el debate social ─o bien posicionarse ante el mismo cuando ya estuviese coloca-
do. La segunda fase implica presentar una propuesta (medida o lineamiento) que 
el sindicato plantea con base en evidencias y datos obtenidos de estudios. Esto 
también requiere conocer los mecanismos (reglamentos, fechas, estructuras) de 
la función pública. La tercera fase es la participación en la implementación de 
la política. Finalmente, Ramírez señala una cuarta fase correspondiente al mo-
nitoreo y evaluación, en la que se pueden proponer modificaciones, denunciar 
incumplimiento o exigir el acatamiento por parte de las autoridades encargadas 
(Ramírez, 2014).

Para describir las formas de participación e incidencia sindical, esta investigación 
se ha basado en categorías que responden a las estrategias reportadas por las 
propias organizaciones sindicales. Estas categorías a su vez están integradas en 
las cuatro fases que señala Ramírez. 

A continuación se detallan las categorías de participación e incidencia sindical 
que fueron informadas por los sindicatos y que se muestran en las tablas de los 
siguientes cinco apartados:

1.	 Propuesta o negociación. Se refiere a que la organización sindical tuvo la ca-
pacidad de elaborar una propuesta de contenidos y enfoques de la ley o bien, 
que fue un actor en las mesas de negociación.

2.	 Agenda pública y movilización. Indica que la organización sindical jugó un pa-
pel en colocar el tema en el debate social y que fue un actor en la correlación 
de fuerzas para la aprobación de la legislación, ya sea mediante la moviliza-
ción en las calles o con otros procesos de presión política. 

3.	 Integración del contenido de la ley al currículo educativo y sindical. Se refiere 
a que el sindicato llevó el contenido de la legislación al currículo escolar y a 
los procesos de capacitación de sus bases sindicales.
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4.	 Difusión e información a las bases. Las bases han recibido información sobre 
los contenidos (beneficios o prejuicios) de la legislación, sin que medie una 
capacitación sindical para que la base obtenga herramientas de actuación e 
incidencia de cara a la legislación.

5.	 Debate y conflicto. La organización sindical ha elaborado y presentado pro-
puestas contrarias o que entran en conflicto con la legislación vigente y está 
desarrollando un proceso de negociación y/o presión para modificar los con-
tenidos de la ley (o derogarla).

6.	 Ausencia sindical / posturas individuales. Indica que el sindicato no ha tenido 
una postura institucional de cara al proceso. Esta categoría abarca los casos 
en que integrantes del sindicato se han movilizado individualmente, sin re-
presentar la organización y sin que exista un compromiso sociopolítico del 
sindicato con el proceso. También se ha señalado la categoría de “ausencia 
sindical” en los casos en que personas integrantes del sindicato fueron parte 
del proceso de incidencia desde sus partidos políticos, pero sin responder a 
una estrategia definida por y desde el sindicato.

Es importante reiterar que estas seis categorías de análisis en materia de formas 
de participación se han incluido porque las mismas fueron señaladas por las or-
ganizaciones sindicales.

Recuperando el planteamiento de Ramírez: la categoría de “Agenda pública y mo-
vilización” está contemplada en la fase agenda pública; las categorías “propuesta 
o negociación” y “debate y conflicto” se ubican en la fase de formulación de las 
políticas y las categorías de “integración del contenido de la ley en el currículo 
educativo y sindical” y la categoría de “difusión e información a las bases” forma 
parte de la fase implementación de políticas. 

Tal como se explica en el punto 7.12 del apartado sobre “Tendencias”, la no inclu-
sión de alguna categoría que coincida con la fase de “fiscalización y monitoreo 
de implementación de las políticas” se debe a que no se reportaron tareas de fis-
calización del cumplimiento de las legislaciones por la igualdad con perspectiva 
de género (aunque sí es posible que algunas organizaciones estén desarrollando 
esa fiscalización).

Este documento incluye cinco tablas correspondientes a cinco áreas de políti-
ca pública. Las mismas exponen de manera gráfica el conjunto de legislaciones 
aprobadas en cada país y las formas de incidencia sindical, bajo el título “formas 
de participación reportadas” en cada tabla.

A lo largo de cada apartado se presenta la información por país sin contemplar el 
orden alfabético, sino priorizando la distribución geográfica en América Central y 
República Dominicana, el área andina y el Cono Sur.
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Políticas públicas en:  
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Cuestiones pendientes

Participación sindical

Mirada Regional 
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En la siguiente parte de este documento se encuentra el centro de 
la investigación. Un detallado panorama de la situación en cada 
uno de los países analizados, la labor sindical realizada en relación 
a ella, los temas pendientes y un balance regional para cada política 
analizada.

Para abordar cada una de las cinco áreas de políticas públicas ana-
lizadas se tomaron tres aspectos centrales: una breve introducción 
de la temática, las cuestiones pendientes, la participación sindical y 
una mirada regional. Se presenta también una tabla que enumera 
las diferentes políticas públicas y programas alcanzados en los paí-
ses, especificando las formas de participación que cada sindicato 
considera haber tenido. 

Participación sindical por 
áreas de políticas públicas 
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Políticas públicas en: 
Representación y  

participación política

Situación nacional
Este apartado aborda los mecanismos e instituciones de género, así como las legisla-
ciones y acciones específicas para construir la paridad y la igualdad en los diferentes 
niveles de la democracia participativa, democracia representativa y democracia deli-
berativa. Esta última es finalmente una faceta clave para tener incidencia y presencia 
en la formulación de políticas públicas.

Si bien muchos países crearon mecanismos (ministerios, planes nacionales, etc.) para 
atender el cumplimiento de la igualdad, existe la necesidad de que el enfoque de 
género sea integrado en el conjunto de las políticas de Estado. Esto significa que las 
decisiones políticas y el conjunto de leyes, lineamientos, programas y proyectos se 
definan desde el reconocimiento de que mujeres y hombres han tenido diferente 
acceso a los recursos y a las oportunidades, y por ello tienen diferentes necesidades 
a ser contempladas desde las políticas y la esfera pública.

Juçara Dutra recuerda que una mayor presencia de mujeres en los cargos de repre-
sentación política no es un fin en sí mismo, sino que es una pieza clave para lograr 
“la construcción de nuevos paradigmas de gestión del poder” y la “transformación de 
consignas en las políticas públicas” (Dutra, 2013, pp. 18-19).

Las mujeres, como colectivo organizado, han tenido participación en la democracia 
participativa y son una gran fuerza de movilización. Pero esta fuerza no se expresa 
de igual manera en los espacios de la democracia representativa y deliberativa, es 
decir, en los cargos de elección pública y de toma de decisión. Mientras hay una gran 

Gráfico 1 
Brecha de género en política 2015
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presencia de mujeres en espacios de organización social, comunal y sindical, hay 
una menor presencia en puestos de concejalas, diputadas, senadoras y presidentas. 
El gráfico 1 sobre Brecha de Género en Política 2015, es parte del Reporte sobre Bre-
chas de Género del año 2015 del Foro Económico Mundial. El gráfico muestra que 
si bien en América Latina los indicadores de acceso a la educación y a sistemas de 
salud revelan desigualdades, la diferencia más dramática se presenta en el acceso a 
la política representativa y deliberativa.

La presencia de mujeres en los puestos de poder y decisión política es el punto de 
mayor desigualdad entre hombres y mujeres en la región. A nivel mundial existe 
únicamente un 21% de paridad en materia de participación en puestos públicos de 
representación y decisión política. La participación de las mujeres en los parlamentos 
o senados de América Latina alcanza un promedio de 24,1%, por encima del prome-
dio de Europa (21%) y por debajo de los países nórdicos (42%). En la región, once de 
un total de dieciocho países cuentan con mecanismos de cuotas de participación de 
las mujeres en los partidos políticos y en los diferentes procesos electorales y parti-
darios. Las autoridades y sindicatos consultados coinciden en que la única forma de 
que estos mecanismos funcionen y sean ejecutados, es que existan sanciones claras 
para los partidos políticos que no atiendan las cuotas en sus listas de elección.

Argentina fue el primer país en adoptar una ley de Cuotas (o ley de Cupo) en 1991, 
adelantándose a la IV Conferencia sobre la Mujer celebrada en Beijing, en 1995. A 
partir de dicha conferencia, también México, República Dominicana, Honduras, Costa 
Rica, Panamá, Bolivia, Ecuador, Venezuela, Perú, Brasil y Paraguay instauraron este 
mecanismo. Costa Rica es el país donde la ley estipula el porcentaje de cuota más 
elevado de la región (40%). Este dato no es menor pues a nivel mundial son cuaren-
ta los países que han instaurado leyes de Cuota y once se encuentran en América 
Latina.

Con relación a los países que formaron parte de este estudio, los partidos políticos 
de El Salvador, Brasil, Costa Rica y Uruguay han establecido cuotas internas para sus 
estructuras.

El impacto promedio de las leyes de cuota muestra un aumento del 10% de elección 
y participación de mujeres en los cargos públicos y estructuras estatales. Lisa Baldez, 
una de las autoras del libro Mujer y Política. El impacto de las cuotas de género en 
América Latina”, muestra que existen tendencias uniformes, pues para el año 2008 en 
“Argentina, el porcentaje de mujeres en la Cámara de Diputados aumentó en vein-
ticinco puntos porcentuales después que la ley de cuotas entrara en vigencia, pero, 
en Brasil, esta ley generó un incremento de sólo dos puntos porcentuales” (Baldez, 
2008, p.157).

En la tabla 1 se enumera las diferentes políticas públicas y programas alcanzados en 
el país, junto con las formas de participación que cada sindicato considera haber 
tenido.

En el año 2010, República Dominicana promulga una nueva Constitución. En ella se 
crea el Ministerio de la Mujer. Anteriormente, la ley Nº 86-99 había creado la Secreta-
ría de Estado de la Mujer, la cual está desarrollando aún el Plan Nacional de Equidad e 
Igualdad con perspectiva de género II (PLANEG 2007-2017). También, en el año 2010, 
se incorporó una reforma a la Ley Electoral vigente y se instauró la cuota del 33% de 
participación de las mujeres en los cargos elegibles de los partidos o agrupaciones 
políticas, conocida en la normativa de ese país como “cuota femenina”.

La Junta Central Electoral estableció que todas las papeletas para cargos de diputa-
dos, regidores y suplentes de regidores, deben contar con un porcentaje de mujeres 
no menor al 33% y en orden de alternancia en los cargos propuestos. Esto rige para 
partidos políticos y alianzas de partidos (JCE, 2010).

En El Salvador, el Instituto Salvadoreño de Desarrollo de la Mujer (ISDEMU) es la enti-
dad responsable de articular la política de igualdad en todas las esferas del gobierno. 
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Tabla 1. Participación e incidencia sindical reportada en políticas de participación 
y representación política

País Legislación, política o programa Formas de participación mencionadas por sindicatos

Propuesta 
y negocia-

ción 

Agenda 
pública y 
moviliza-

ción 

Integración 
al currículo 
educativo y 

sindical 

Difusión 
bases

Ausencia 
sindical

El Salvador Ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de 
la Discriminación contra las mujeres, decre-
to No 645.

Diseño de Lineamientos Institucionales para 
la Igualdad Sustantiva y para el estableci-
miento de Secretarías de Género Institucio-
nales.

Ley de Partidos Políticos, decreto No 307 
(30% cuota).

República 
Dominicana 

Plan Nacional de Equidad e Igualdad con 
perspectiva de género II (PLANEG) 2007-
2017.

Ley No 12-00 de cuota de participación 
femenina en los cargos públicos (33%).

Costa Rica Código Electoral de 2009 para la incorpo-
ración de la paridad de un 50% de hombres 
y un 50% de mujeres en las estructuras 
partidarias.

Decreto No 3603-E8-2016 del Tribunal 
Supremo de Elecciones sobre la Paridad 
Horizontal en los Partidos Políticos (50% de 
mujeres encabezando todas las listas).

Colombia Establecimiento de la Subcomisión de 
Género en Negociaciones de Paz en La 
Habana. 

Ley de Cuotas o Ley No 581 para el estable-
cimiento de un mínimo del 30% de presen-
cia de las mujeres en los niveles decisorios 
de la función pública.

Ley electoral No 1475 establecimiento de 
cuota de 30% en listas a cargos elegibles de 
los partidos políticos.

Perú Ley de Igualdad de Oportunidades entre 
hombres y mujeres Ley N° 28 983.

Ley Orgánica de Elecciones Ley N° 26 859 
establece 30% de cuota para la inscripción 
de mujeres candidatas ante el Congreso.

Argentina Ley de Cupo de 1991. Reformas de 2000.

Ampliación del derecho al voto para jóve-
nes de 16 y 17 años

Uruguay Ley No 18 476 sobre Órganos electivos na-
cionales y departamentales y de dirección 
de partidos políticos. 

Ley No 18 172 Obligación de implementar 
políticas con perspectiva de género en el 
Presupuesto Nacional.

Brasil Propuesta de Reforma Política.

Conferencia Nacional de las Mujeres.
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En el año 2003 el ISDEMU presentó el Plan Nacional de Igualdad y Equidad para las 
Mujeres Salvadoreñas. Luego de una década de trabajo, en el 2013, se definieron 
lineamientos institucionales para que cada entidad pública pueda desarrollar su es-
trategia de género. El decreto 645 creó la ley de Igualdad, Equidad y Erradicación de 
la Discriminación contra las Mujeres, declarando al ISDEMU como organismo rector 
de la legislación y encargado de promover el cumplimiento de la ley en todos los 
ámbitos estatales. Al momento de ser consultado, el ISDEMU no tenía conocimiento 
de las diferentes acciones de los sindicatos de educación en materia de igualdad, 
incluso el trabajo gremial por avanzar en la educación no sexista.

Costa Rica cuenta con un Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU) y un Ministerio 
de la Condición de la Mujer. El INAMU diseñó una Política Nacional de Igualdad y 
Equidad de Género 2007-2017 (PIEG), la cual prioriza el fortalecimiento a la participa-
ción política de las mujeres.

Desde el año 1996 se había establecido una política de cuotas de 40% en las estruc-
turas del poder legislativo y ejecutivo. El verdadero salto cualitativo se establece con 
la reforma al Código Electoral de 2009, que incorpora el principio de paridad de 50% 
de hombres y 50% de mujeres en las estructuras partidarias y en las nóminas para 
los puestos de elección popular. Las listas deben presentar alternancia de género. Los 
partidos políticos deben rendir cuenta del cumplimiento de esta política para poder 
cobrar los fondos por concepto de “deuda política” o concepto de reposición (reco-
nocimiento) de votos. Finalmente, el decreto del Tribunal Supremo de Elecciones 
sobre la paridad horizontal para partidos políticos establece que no se reconocerá el 
pago de fondos por concepto de deuda política a aquellos partidos que no tengan un 
50% de mujeres encabezando todas las listas, incluso las de suplencia.

En Colombia, las autoridades reconocen que el órgano rector de la política de igual-
dad a nivel nacional, la Consejería de la Mujer, resulta una institución muy débil, mu-
chas veces superada en alcance y gestión por estructuras departamentales, como el 
caso de Bogotá o Medellín. En un país con más de sesenta años de guerra, se han 
logrado hacer avances en el tema de género. Existe una ley de cuotas para el Poder 
Ejecutivo del 30%. La Ley Electoral 1475 obliga a los partidos políticos a presentar en 
sus listas un 30% de composición de las mujeres y plantea que el Consejo Nacional 
Electoral realizará un control de las listas para vigilar el cumplimiento de esa cuota. En 
el marco de esta ley, el Congreso de la República (Cámara y Senado) pasó del 13% de 
presencia de mujeres a 21%. Además, se logró que un porcentaje de los fondos por 
concepto de reposición de votos que hace el Estado, se dirija a formación de mujeres 
y de jóvenes. Esto implica que hay además una rendición de cuentas en cuanto a 
incorporación de estas prácticas de inclusión.

Enfoque de género en el proceso de paz. Los acuerdos de paz en Colombia es el 
único caso de negociaciones de paz de la historia en el que se ha establecido una 
subcomisión de género y se ha definido como parte de las tareas de la Comisión 
de Verdad Histórica (responsable de recuperar la narrativa histórica del conflicto), 
incorporar la perspectiva de género en el lenguaje y en la construcción de los docu-
mentos. En los diálogos de paz realizados en La Habana (Cuba), se lograron acuerdos 
para atender la recuperación de la verdad histórica, justicia, reparaciones materia-
les y simbólicas y condiciones de no repetición del conflicto armado. Los acuerdos 
abordan la participación política en la vida civil y se hace una referencia a facilitar y 
garantizar la participación en ámbitos de la democracia representativa para aquellos 
sectores que, por el conflicto armado, han estado históricamente excluidos de estas. 
Estos sectores incluyen una gran cantidad de mujeres de poblaciones afrodescen-
dientes, campesinas e indígenas. Igualmente se aprobó que se integre la perspectiva 
de género a la hora de desarrollar los instrumentos para atender la reparación a las 
víctimas, desminado y personas desaparecidas.

En Perú, la estructura estatal y regional responsable de las políticas de igualdad es el 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MMPV). Al Igual que el ISDEMU en 
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El Salvador o el Inamu en Costa Rica, el MMPV tiene a su cargo la promoción y for-
talecimiento de la transversalización del enfoque de género en las políticas públicas 
en Perú. En el año 2007 se aprobó la ley de Igualdad de Oportunidades Nº 28 983, 
que señala la necesidad de garantizar la igualdad en el ámbito público y privado. 
Perú cuenta con una realidad multicultural y las mujeres indígenas y rurales viven 
las formas de discriminación de forma aún más profunda, incluyendo la negación 
del derecho a documentos de identidad. El MMPV se ha dado a la tarea de coordinar 
acciones para documentar a las mujeres mayores de 18 años, quedando pendiente 
un 3.6% de mujeres mayores de 18 años de edad, sin documentos.

En 1991, Argentina aprobó la primera ley de Cupo de América Latina y estableció un 
mínimo de 30% de presencia de mujeres para cargos electivos en todos los niveles 
deliberantes. Esta ley fue reformada en el año 2000 para rectificar los problemas de 
interpretación que hacían colocar a las mujeres siempre en el tercer puesto y obsta-
culizaba el ingreso al Senado. En el año 2015, Argentina tenía un Senado con un 41% 
de mujeres y una Cámara de 38%, superando el cupo. También, en 1991 Argentina 
crea un Consejo Nacional de las Mujeres, que en un inicio dependía de la Presidencia 
de la Nación. Actualmente el Consejo depende del Ministerio de Desarrollo Social y 
de un Consejo Coordinador de las Políticas Sociales, que está dedicado a políticas 
paliativas y de asistencia. En la última década, casi la totalidad de los ministerios han 
creado direcciones de género, con las tareas de introducir políticas de género en la 
agenda del ministerio correspondiente.

En Uruguay se aprobó la ley Nº 18 476, que declara la equidad de género en el Poder 
Legislativo y otras estructuras de carácter electivo como las intendencias municipa-
les, juntas departamentales, juntas electorales y órganos de dirección de los partidos 
políticos. Esa misma normativa había designado que la cuota aplicaría a los cargos 
parlamentarios únicamente en la elección del 2014 y que según los resultados se 
observarían las modificaciones o reformas necesarias. Los resultados del mecanismo 
de cuota fueron diferentes para ambas cámaras. En el año 2009 hubo 4 senadoras 
electas (13%) y en el 2014 aumentó a 9 (19%). Por su parte, la cantidad de diputadas 
aumentó de 15 en el 2009 a 16 en el 2014. En ambos casos se está por debajo de la 
media latinoamericana, que es del 24,1%.

Brasil cuenta con la Secretaría de Política para las Mujeres, guiada por las orienta-
ciones establecidas en los planes nacionales. El II Plan Nacional de Políticas para las 
Mujeres aprobado en el año 2008, incluye temáticas tan amplias como la soberanía 
y seguridad alimentaria, la infraestructura social en los medios rurales, la comunica-
ción y los medios igualitarios, democráticos y no discriminatorios y el enfrentamien-
to del racismo, sexismo y lesbofobia, entre otros temas. La Constitución brasileña 
protege la autonomía de cada partido de definir su estructura interna, incluyendo la 
distribución de puestos y candidaturas de hombres y mujeres. La Ley Orgánica de 
los Partidos Políticos Nº 9096/95, imposibilita la imposición de cualquier medida de 
promoción de igualdad, incluyendo las cuotas o la presencia de mujeres en pautas 
publicitarias (Secretaria Especial de Políticas para as Mulheres 2009, p. 115).

Cuestiones pendientes
En Costa Rica, en el año 2010 el país eligió por primera vez una mujer como 
Presidenta de la nación. Sin embargo, los movimientos sindicales y sociales, or-
ganizaciones de mujeres y sectores académicos progresistas la vincularon a los 
grupos de poder más conservadores y señalan que durante los cuatro años de 
gobierno, no se contó con apoyo de la Presidencia para establecer estrategias 
para corregir las disparidades salariales entre hombres y mujeres, o abrir siquiera 
el debate sobre la píldora del día después, o la interrupción del embarazo en caso 
de violación.
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En República Dominicana, la propia Ministra de la Mujer afirma que el presupues-
to del Ministerio es muy precario, lo que “impide tener el rol de influencia o de 
impacto que deberían tener en los demás ministerios para lograr que cualquier 
discusión del Estado contemple la igualdad con perspectiva de género y la igual-
dad de participación” y agrega que es imposible cumplir a cabalidad el rol rector 
por la falta de presupuesto. La propia institución reconoce que las decisiones 
presupuestarias de las autoridades afectan directamente al Ministerio de la Mujer. 
Para el proceso de diseño del Plan nacional de equidad e igualdad con perspecti-
va de género II (PLANEG 2007-2017), no estuvieron convocados los sindicatos de 
educación ni las centrales sindicales.

En Colombia, varios sectores del Poder Legislativo presentaron una propuesta 
de reforma a la Constitución con un acto denominado “el equilibrio de poderes”. 
Entre otros aspectos, esta reforma incluye criterios para obligar a los partidos 
políticos a asegurar paridad, la alternancia en las listas y universalidad para que 
se cumpla en todos los departamentos de Colombia, sin importar la cantidad de 
integrantes de la lista. El riesgo que enfrenta la propuesta de equilibrio de po-
deres, es que está siendo demandada por el Fiscal General de la Nación, bajo el 
argumento de que el Congreso está invadiendo el ámbito judicial, pues se esta-
blece además que el procurador y los magistrados no se puedan elegir. La Corte 
Suprema de Justicia deberá pronunciarse sobre la legalidad de esta reforma.

En Perú, una importante cantidad de mujeres electas como autoridades en car-
gos públicos, han presentado al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
denuncias y evidencias de diferentes formas de acoso político que viven durante 
el ejercicio de sus cargos, incluyendo “prácticas sexistas y de discriminación de 
género que afecta su integridad moral y profesional. Este acoso llega a convertirse 
en un mecanismo de expulsión en el ejercicio de su cargo” (Ruiz y Córdoba cita-
dos por MMPV). En materia electoral, la Ley Orgánica de Elecciones indica que las 
listas de candidatos al Congreso en cada Distrito Electoral deben incluir un nú-
mero no menor del 30% de mujeres o de varones. Esa misma cuota la establece 
la Ley de Partidos Políticos Nº 28 094, para cargos de dirección del partido y para 
puestos de elección popular. Aun así, en Perú la cuota de participación continúa 
sin posicionarse como una práctica política y partidaria. A la fecha, en ese país 
el porcentaje más alto de representación de mujeres alcanzado en el Congreso 
tuvo lugar en el periodo 2006-2008 y bajó al 22% en el año 2015 (CEPAL, 2016).

En Uruguay se repite el caso observado en otros países. Los partidos designan muje-
res en los terceros puestos de las listas y en los casos en que no logran obtener votos 
para los tres cargos, son electos los hombres que encabezan la lista. Estos resultados 
electorales no representan una violación a la ley electoral, por lo que la corrección de 
los mismos en el futuro pasa por reformar las normativas vigentes.

En Argentina, la estructura del Consejo Nacional de las Mujeres es un organismo que 
fue desjerarquizándose paulatinamente y cuenta con un presupuesto de aproxima-
damente US$1 136 000 (un millón ciento treinta seis mil dólares), insuficiente para 
actuar a nivel nacional. Dicho proceso de desjerarquización y de bajo presupuesto 
ha sido cuestionado cada vez que Argentina presenta su informe en la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW 
por sus siglas en inglés), de la Organización de las Naciones Unidas.

Participación sindical
En República Dominicana, la Secretaría de Género de la Asociación Dominicana 
de Profesores (ADP) ha propuesto desarrollar una evaluación del trabajo de los 
últimos tres años, entre otras cosas para conocer el nivel de impacto que tiene 
el trabajo en género dentro de los sindicatos en el quehacer de los partidos po-
líticos. La Secretaría parte de la hipótesis de que el trabajo sindical de formación 
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y sensibilización de las maestras afiliadas, ha marcado de forma contundente el 
comportamiento de estas mujeres al interno de los partidos políticos, especial-
mente de cara a la conformación de las listas.

En Brasil, desde el 2015 los sectores sindicales y sociales, así como algunos par-
tidos, están proponiendo una reforma política para garantizar la representación 
de poblaciones sub representadas. Dentro de este debate por la reforma está 
incluida la paridad, la alternancia, el fin del financiamiento empresarial de las 
campañas y la ampliación de referéndums y plebiscitos populares sobre temas 
nacionales. Aún no se ha aprobado la reforma como tal, pero se ha logrado una 
cuota para las mujeres en las Mesas de Dirección del Senado y de la Cámara.

En Colombia, la firma de los acuerdos de paz permitirá que miles de mujeres y 
comunidades impactadas por el conflicto armado se puedan sumar a la vida po-
lítica y a la participación ciudadana y sindical. Garantizar el derecho a la partici-
pación de estas mujeres y comunidades, exige de los movimientos sociales y sin-
dicales del país una mayor capacidad de articulación y de sumar. Los sindicatos 
han señalado que tras la firma de la paz, el conflicto social puede llegar a crecer y 
profundizarse en Colombia, pues los diferentes sectores sociales exigirán nuevas 
agendas. Las organizaciones sindicales de la educación expresaron su apoyo al 
proceso de paz y se comprometieron con la movilización para la aprobación del 
referéndum popular que acompañó la firma de los acuerdos de paz.

Mirada regional
Las cuotas de participación en cargos públicos y sindicatos están en la base de 
la equidad.

La estrategia de aumentar la inclusión de las mujeres en las listas de elección ha 
sido crucial para aumentar la presencia de las mujeres en cargos públicos y no 
puede abandonarse como un medio ─no un fin en sí mismo─ para fortalecer la 
participación femenina en la esfera pública y en la toma de decisiones.

Las políticas afirmativas son necesarias, pues no se puede responder con la mis-
ma política o medida a las necesidades que son diferentes. El precepto de políti-
cas de igualdad con perspectiva de género señala que no se puede tratar como 
iguales a quienes han vivido un diferente reconocimiento y trato de sus derechos. 
Aún existen en la región sindicatos profundamente vinculados al quehacer de los 
partidos políticos e incluso la conformación de sus comités ejecutivos o juntas 
directivas, responden a la correlación de fuerzas dentro de los partidos. En el 
caso de muchos de estos sindicatos, la construcción de la igualdad y la equidad 
deberá ir de la mano con la demanda por mayor equidad en los puestos de poder 
de los partidos políticos.

Ningún sindicato de los que participaron en la investigación señaló haber acom-
pañado procesos de demanda y conquista de leyes de cuota en las esferas públi-
cas. Personas entrevistadas en Colombia, Argentina y Brasil mencionaron estar 
vinculadas, a nivel individual, a la demanda de la cuota a lo interno de los partidos 
políticos, mas no como una postura orgánica del sindicato. Lo que sí se ha in-
formado como una postura sindical es la lucha por la reforma política en Brasil. 

Las experiencias en los países muestran que es necesario continuar fortaleciendo 
los mecanismos públicos, los marcos legislativos y la jurisprudencia que con-
forman una institucionalidad de género. Estos mecanismos se ven fortalecidos 
con la institucionalización de políticas de igualdad en los sindicatos, academia y 
mundo del trabajo.
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Políticas públicas en: 
Derecho al trabajo, libertad sindical  

y autonomía económica

Situación nacional
Este apartado recupera el estado de debate sindical y de avance en la eliminación 
de las brechas salariales y de acceso al trabajo, así como la construcción de la 
igualdad económica entre mujeres y hombres. Según el concepto de “empleo 
decente” establecido por la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el ejer-
cicio del derecho al trabajo está estrechamente vinculado con la capacidad de los 
Estados y sectores productivos para generar puestos de trabajo y en la capacidad 
del Estado y de los sindicatos para fiscalizar y promover la mejora de sus caracte-
rísticas, asegurando la protección y el diálogo social.

La igualdad del ejercicio del derecho al trabajo está protegida por diversos con-
venios de la OIT. El convenio 100 (sobre igualdad de remuneración), el convenio 
111 (sobre la discriminación-empleo y ocupación), el convenio 156 (sobre traba-
jadoras y trabajadores con responsabilidades familiares) y el convenio 183 (sobre 
protección a la maternidad), son algunas de las normativas de la OIT más impor-
tantes para responder a las diferentes formas de desigualdad en el mundo laboral.

Derecho al trabajo, triple jornada y economía del cuidado

La participación de las mujeres al mercado laboral ha aumentado en la región 
aunque con diferencias entre los países en intensidad y velocidad. En todos los 
países persisten las barreras inherentes a la estructura del mercado laboral, y a la 
luz de los datos sobre distribución del tiempo entre mujeres y hombres, se evi-
dencia que los costos de la participación laboral son asumidos individualmente 
por las mujeres.

Un tema que transita el derecho a trabajo en igualdad es en definitiva el ejercicio 
de los derechos reproductivos, derechos económicos y la equidad en la distribu-
ción de las tareas domésticas y del cuidado. Ante la ausencia de una respuesta 
integral y accesible del Estado para atender las necesidades de educación y de 
cuido de la primera infancia y de cuidado para las personas adultas mayores y/o 
enfermas, las mujeres subsidian el cuidado y la mayoría de ellas carecen de in-
gresos propios. 

En Costa Rica, el valor económico del trabajo no remunerado representa el 30% 
del producto interno bruto (PIB). La encuesta del uso del tiempo reveló que por 
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Tabla 2. Participación sindical reportada Políticas relativas al derecho al trabajo, 
libertad sindical y a la autonomía económica

País Legislación, política o programa Formas de participación mencionadas por sindicatos 

Propuesta 
y negocia-

ción

Agenda 
pública y 
moviliza-

ción

Integra-
ción al 

currículo 
educativo 
y sindical 

Difusión 
entre 
bases

Debate o 
conflicto

Ausencia 
sindica

El Salvador Convenio colectivo en el sector educativo para 
la toma de decisiones sobre condiciones de 
trabajo docente y capacitación docente, entre 
otros.

Costa Rica Convención colectiva del sector educativo que 
reconoce 24 meses de licencia por maternidad 
para madres y un mes para padres.

Establecimiento de Cuentas Satélites para Visi-
bilizar el Trabajo Doméstico No Remunerado.

Colombia Propuesta de Ley para Reconocimiento y Aten-
ción a Economía del Cuidado.

Perú Ley No 26 644, que establece el cambio en el 
goce del derecho del descanso prenatal y post 
natal de la trabajadora gestante.

Ley No 29 992 que amplía a treinta días adicio-
nales el plazo de descanso post natal para el 
caso de nacimiento de hijos o hijas con disca-
pacidad.

Ley que concede el derecho de licencia por 
paternidad a las y los trabajadores de la activi-
dad pública y privada ley No 29 409, cuatro días 
consecutivos.

Argentina Ley No 26 844 contrato de trabajo para personal 
de casas particulares (trabajadoras domésticas). 

Reinstalación del Consejo de Salario Mínimo, 
Vital y Móvil.

Ley 26425 del sistema integrado previsional 
argentino.

Inclusión en las paritarias docentes de cláusu-
las de protección a la maternidad y paternidad 
para parejas del mismo sexo.

Área de “Trabajo sobre Diversidad Sexual” en 
el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social.

Uruguay Ley No 19 353 que crea el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados.

Ley No 19 161 de Maternidad, Paternidad y Cui-
dados.

Ley No 18 065 Ley de Regulación del Trabajo 
Doméstico del año 2013.

Ley No 19 161 aumenta la licencia por mater-
nidad y establece aumento gradual de licencia 
por paternidad.

Ley No 18 345 crea licencia por paternidad.

Base de Información sobre profesionales y 
técnicos Afrodescendientes, 2013.

Convenio colectivo del sector de educación del 
año 2015 para aumento progresivo del salario 
mínimo (para docentes y no docentes) hasta el 
año 2020.

Brasil Ley de Piso Salarial en el sector educativo.

Programa “Minha casa, minha vida”.

Programa Bolsa Familia.
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semana los hombres dedican 15 horas y 43 minutos a labores domésticas, mien-
tras que las mujeres dedican 37 horas y 29 minutos. Es decir, por semana las mu-
jeres trabajan 22 horas más que los hombres y no reciben un salario por ello. Las 
autoridades del Instituto Nacional de las Mujeres quieren lograr una valoración 
económica del Trabajo Doméstico No Remunerado (TDNR) y pagar este valor 
estableciendo una cuenta satélite.

En Brasil, las autoridades han querido hacer evidente el vínculo entre las condi-
ciones de vida de las mujeres trabajadoras y la garantía de cuido y educación pú-
blica para sus hijos e hijas desde los primeros años de vida. En la última década, 
Brasil ha avanzado en la inversión y acceso a la educación en primera infancia. 
En el año 2000, solamente el 9,4% de menores de 0 a 3 años asistían a una insti-
tución educativa; en el 2012 esa cifra aumentó al 21,1%.

En Uruguay se aprobó el establecimiento de un Sistema Nacional Integrado de 
Cuidado, que reconoce el cuidado como un derecho. Se busca integrar en un 
sistema los espacios públicos de cuido a personas adultas mayores y personas 
con capacidades especiales. Además, se busca generar más espacios con traba-
jadoras y trabajadores con formación profesional para atender a la población que 
requieren cuidados. Se visibiliza el cuidado como un derecho y con ello el Estado 
se hace cargo de garantizar este derecho; no dependerá de que las personas lo 
puedan pagar, de que alguien en las familias se haga cargo. Se ha aprobado en 
el primer debate, pero aún hay discusiones sobre las fuentes de financiamiento. 
Igualmente está pendiente debatir la capacitación y condiciones de trabajo de 
personas cuidadoras.

También en Uruguay, la ley Nº 19 161 de Maternidad, paternidad y cuidados am-
plía la cobertura del subsidio por maternidad a catorce semanas e introduce la 
licencia por paternidad, la cual aumentará de tres días en forma gradual hasta 
trece días en el 2016, y el medio horario parental, que podrá ser usado por el 
padre o la madre (actualmente cubre hasta los cuatro meses de vida del niño y 
aumentará un mes cada año, hasta llegar a los seis meses, a partir del 2016). Por 
ahora hay mayores avances en licencias por maternidad en el sector privado, 
pero los sindicatos consideran que estas experiencias son valiosas para construir 
argumentos de cara a su implementación en el sector público.

En el 2009 Perú aprobó la ley Nº 29 409 que concede el derecho de licencia por 
paternidad a los trabajadores de la actividad pública y privada. Por ahora, los da-
tos demuestran que persiste una amplia desigualdad en el uso del tiempo, pues 
las mujeres dedican casi la mitad de su tiempo de trabajo al trabajo no remunera-
do (52%), mientras que los hombres solo dedican 24% de su tiempo. Esto ayuda a 
observar los factores que facilitan que los hombres tengan mayores oportunida-
des que las mujeres para acceder a puestos de trabajo y mejorar sus condiciones 
económicas (MIMDES-INEI, 2010). 

La tabla 2 enumera las diferentes políticas públicas y programas alcanzados en el 
país sobre el derecho al trabajo, participación sindical y autonomía económica, 
indicando las formas de participación que cada sindicato considera haber tenido.

El hecho de que en Perú la licencia por paternidad imponga el carácter consecu-
tivo de los cuatro días de permiso, imposibilita que los padres puedan distribuir 
las horas de permiso a lo largo de varias semanas, como sí ocurre en otros países 
de la región.

En Argentina, en la última década se crearon cinco millones de puestos de tra-
bajo, en su mayoría para mujeres y jóvenes. Esto implica que existe una clase 
trabajadora con una nueva composición o con una composición distinta. Esta 
nueva composición requiere reflejarse en la composición y agendas en los sindi-
catos. Con la ley Nº 26 425 del sistema integrado previsional argentino, se logró 
reinstalar el Consejo de Salario Mínimo, Vital y Móvil. Un total de 2,4 millones 
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de personas en edad jubilatoria fueron ingresados en el programa de moratoria 
previsional. La jubilación mínima pasó de 150 pesos (US$50) por mes en el 2003, 
a 2165 pesos (US$270) en el 2013. Al final del año 2015, con la llegada al poder 
del gobierno de Mauricio Macri, se impusieron políticas de devaluación del peso 
argentino. Esto significó que la jubilación mínima se redujera a un tercio.

El trabajo doméstico ha sido regulado en Argentina con la ley Nº 26 844, que 
establece el contrato de trabajo para personal de casas particulares (trabajadoras 
domésticas) y en Uruguay con la ley de Regulación del Trabajo doméstico 2013.

En Brasil se conquistó el piso salarial en el sector público. Hubo otras conquistas 
en materia de políticas sociales que impactan positivamente a las mujeres. Por 
ejemplo, el programa “Luz para todos” y el programa de vivienda para familias de 
baja renta “Mi casa, mi vida”, que ha construido más de medio millón de viviendas. 
Las mujeres representan el 87% de las personas propietarias. Aproximadamente 
48 millones de mujeres afrodescendientes constituyen la mitad de la población 
femenina de Brasil. De las casi 13 millones de familias atendidas por el programa 
“Bolsa Familia”, el 70% son encabezadas por una mujer afrodescendiente1.

En Perú, al igual que en otros países de América Latina, el magisterio está mayo-
ritariamente conformado por mujeres, cada vez que empeoran ─o bien mejoran─ 
las condiciones de empleo en el sector educativo, son más las mujeres que se 
ven impactadas. Dos legislaciones aprobadas en la última década violentan los 
derechos de asociación sindical y de participación política de las y los trabaja-
dores del sector educación. Una es la ley Nº 28 988 que declara la Educación 
Básica Regular como servicio público esencial. Por mandato de la constitución 
peruana, un “servicio público esencial” no puede verse interrumpido por ninguna 
razón, por lo que queda negado el derecho a huelga. Las y los trabajadores de la 
educación de Perú han observado cómo el Estado conforma listas de “docentes 
sustitutos” (sin necesidad de completar requisitos de titulación ni participación 
en concursos de carrera) que son llamados a trabajar cuando el magisterio orga-
niza movilizaciones o huelgas. Esta situación ha sido denunciada ante la OIT en 
reiteradas ocasiones.

El Ministerio de Desarrollo Social y el Instituto Nacional de las Mujeres de Uru-
guay, iniciaron la construcción de una base de información sobre profesionales 
y técnicos afrodescendientes (INMUJERES, 2013). Este estudio ha sido impulsado 
para visibilizar la discriminación que vive dicha población en términos de acceso 
y permanencia a la educación y al mercado laboral y para brindar una base para 
la fundamentación de políticas públicas que atiendan esta problemática. La en-
cuesta ha demostrado que únicamente un 9,7% de las personas afro en Uruguay 
tienen un título profesional, de las cuales 66% de ellas son mujeres.

En República Dominicana, en el año 2001, se promulgó la ley Nº 87-01 del Siste-
ma de Seguridad Social. Apenas en ese momento se conquistó el pago de licen-
cia por maternidad y lactancia. La solicitud del permiso de maternidad se hace 
a través del patrón, quien a su vez realiza el pago a la trabajadora a través de la 
nómina salarial y el Estado le deposita el dinero al patrón2. El país creó un sistema 
de auditoría estatal para reconocer los esfuerzos en los lugares de trabajo, ins-
tituciones públicas y educativas. Este sistema se denomina “Sello de Igualdad”3 
y registra, reconoce y divulga las prácticas empresariales o institucionales que 
favorecen la igualdad salarial, la conciliación de la vida laboral y familiar, la pre-
vención del acoso sexual y de la violencia de género, entre otras.

En el caso de Costa Rica, los datos de la OIT sobre “Proporción salarial en razón en 
sexo en América Latina”4 (OIT 2013, p. 18), muestra que en dicho país las traba-
1. Tomado de http://www.unwomen.org/es/news/stories/2015/11/executive-director-visits-brazil 
2. Superintendencia de salud y riesgos laborales, Subsidio por maternidad y lactancia, consultado en http://www.sisalril.
gov.do/MaternidadyLactancia.aspx 
3. Sello de Igualdad RD, recuperado de http://mujer.gob.do/images/IGUALANDORDBrochures.pdf 
4. OIT (3013), Guía Introductoria a la Igualdad Salarial, tomado de http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_
norm/---normes/documents/publication/wcms_223157.pdf 
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jadoras con hasta cinco años de educación ganan un 37,6% menos que los hom-
bres con el mismo nivel de estudio. Las mujeres que tienen hasta nueve años de 
educación reciben salarios 17,5% menores que los recibidos por los varones de su 
mismo nivel educativo y las mujeres que han estudiado hasta doce años, tienen 
un 18% de desventaja salarial frente a trabajadores hombres con los mismos años 
de educación. Es decir, que el avance en materia de titulación y formación dismi-
nuye la brecha salarial, pero no la elimina.

El caso de la desigualdad salarial en el sector educativo

El Comité de Expertos en la Aplicación de Convenciones y Recomendaciones 
(CEACR) de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) describe que el “tra-
bajo de igual valor” también puede incluir trabajos de “naturaleza absolutamente 
diferente, pero que, sin embargo, son de igual valor”. Esto pone el foco de aten-
ción en una realidad del sector educativo: las mujeres de los sindicatos han traído 
la discusión sobre cómo hay una valoración social diferenciada de los diferentes 
trabajos docentes, y esta valoración o estatus social también tiene correlación 
con los salarios. Este es el caso de los salarios de docentes de educación en 
primera infancia –mayoritariamente docentes mujeres– que suelen ser mucho 
más bajo que el salario para docentes de los años más avanzados de las carreras 
universitarias –mayoritariamente docentes hombres en niveles de maestrías y 
doctorados. Los posgrados han recibido un análisis propio, especialmente en los 
espacios de debate de la educación superior e investigación de la Internacional 
de la Educación, pues estos niveles académicos están en la mira de la comercia-
lización y la privatización de la educación.

El debate sobre el valor del trabajo educativo no es fácil de conceptualizar ni 
de profundizar, incluso en el propio sector sindical de la educación. La CEACR 
recomienda revisar las tareas que implican los trabajos y observar algunos in-
dicadores para determinar si pueden tener el mismo valor: ambos trabajos de 
docencia requieren preparación profesional inicial y continua, ambos requieren 
investigación, conocimientos de pedagogía e implican la atención de estudiantes 
de forma presencial. Aun así, son cargos con salarios muy distintos, ocupados de 
forma diferenciada por hombres y por mujeres. El valor social o “estatus” otor-
gado al de un puesto en una universidad, continúa siendo diferente al valor o 
estatus vinculado a un puesto de trabajo en un jardín infantil.

Cuestiones pendientes
En República Dominicana, los vacíos de la ley Nº 87-01 generan una ausencia de 
mecanismos y protocolos sobre cómo garantizar el acceso a la licencia por ma-
ternidad y al pago del salario durante ese periodo, quedando estas definiciones 
al criterio de los empleadores. Se han presentado muchas denuncias contra el 
Ministerio de educación como patrón, porque en los centros educativos no acep-
tan las solicitudes de licencia. Hay casos de centros educativos que han solicitado 
que las propias docentes busquen y paguen a la persona que las van a sustituir 
en el aula de clase durante su ausencia. Es un problema muy serio de vulneración 
de derechos de las maestras. El Ministerio no ha creado un protocolo de cómo 
garantizar este pago y asegurar la contratación de una persona para el periodo 
de sustitución de la maestra5.

En Perú, la ley Nº 29 988 establece medidas extraordinarias para el personal do-
cente y administrativo de instituciones educativas públicas y privadas, implicado 
en delito de terrorismo, apología del terrorismo, delitos de violación de la libertad 
sexual y delitos de tráfico ilícito de drogas; crea el Registro de Personas conde-
nadas o procesadas por delito de terrorismo, apología del terrorismo, delitos de 
5. Feliz y Santos, entrevista personal, El Salvador, 27 de agosto de 2015.
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violación de libertad sexual y tráfico ilícito de drogas y modifica los artículos 36 y 
38 del Código Penal. Para el magisterio es muy preocupante la falta de definición 
concreta en lo referente a “delito de terrorismo y apología del terrorismo”, pues 
esa falta de definición clara se presta para criminalizar la protesta social y el dere-
cho a la movilización sindical y social.

En Argentina existe una Comisión Tripartita de Igualdad de Oportunidades y Tra-
to del Ministerio de Trabajo. Este es un ámbito de diálogo social para la igualdad 
y tiene presencia del Poder Ejecutivo, cámaras empresarias y centrales sindicales. 
Si bien se negociaron en esta década alrededor de 1500 convenios colectivos al 
año, pero esa práctica paritaria no ha avanzado lo esperable en la inclusión de 
cláusulas paritarias.6

En Costa Rica, la generación de las cuentas satélites (depósito de fondos a amas 
de casa), puede implicar una prolongación de la mala distribución del trabajo 
doméstico y la recarga de éste sobre las mujeres.

En Colombia se están planteando dos proyectos de ley: uno tiene que ver con el 
salario para las trabajadoras domésticas y otro con la economía del cuidado. El 
apoyo a ambas iniciativas viene en su mayoría de sectores progresistas dentro de 
los partidos políticos y las ONG. Los sectores sindicales aún no tienen una clara 
estrategia para apoyar la elaboración y aprobación de estas propuestas.

Participación sindical
En Uruguay, la propuesta del sistema integrado de cuidado ha sido trabajada por 
la central sindical. Este proceso enfrenta además un cambio cultural y una reubi-
cación del valor del afecto. La recarga de responsabilidades familiares disminuye 
la capacidad de militancia y disminuye el acceso a cargos públicos. En materia 
de negociación colectiva, los sindicatos docentes han logrado un acuerdo de au-
mento progresivo del salario de 3,53% anual hasta el año 2020. Además se logra-
ron modificar los topes salariares y mejorar el reconocimiento por “presentismo”.

En Costa Rica la negociación colectiva en el sector de la educación es muy re-
ciente. Apenas en el 2013 se firmó un pacto colectivo entre el Ministerio de Edu-
cación y dos sindicatos del sector: el Sindicato de Trabajadoras y Trabajadores de 
la Educación de Costa Rica (SEC) y el Sindicato de Trabajadores de Comedores 
Escolares y Afines (SITRACOME). Este proceso contiene una buena práctica en 
materia de igualdad de remuneración, pues incorpora un lenguaje neutral para 
referirse al pago de salarios, concertando el pago de “las personas trabajadoras” 
y se evitan los estereotipos de los roles según el sexo. Ahora bien, revisando uno 
a uno los factores de enlistados en el documento La perspectiva de género, una 
herramienta para la igualdad con perspectiva de género, es posible que mujeres y 
hombres no se beneficien de la misma manera de los derechos a “la capacitación 
y el desarrollo profesional para el mejoramiento continuo del servicio público 
educativo a cargo del Estado” (MEP 2013) incluidos en la negociación, debido 
a la carga de la triple jornada que recae sobre las mujeres trabajadoras y espe-
cialmente, debido a que la negociación no hace una salvedad al respecto. Las 
negociaciones colectivas de ANDE y del SEC plantean incidir mediante cláusulas 
de género en la conciliación de la vida laboral y la familiar de las docentes y en 
la corresponsabilidad.

En Argentina, las centrales sindicales están llevando una propuesta de ley sobre 
responsabilidades compartidas, con miras a que los hombres también tengan 
acceso a licencias para disponer de tiempo y hacerse cargo de varias tareas de 
cuido. Se propone la reforma de la ley de contrato de trabajo. En el sector público 
y docente existen noventa días para maternidad y dos días para padres, los cuales 
se pueden repartir por horas. Las centrales sindicales proponen 120 días para un 

6. Díaz, entrevista personal, La Plata, 5 de septiembre 2015.



Internacional de la Educación para América Latina / 33

cónyuge y 15 días para el otro. También se propone que a los tres años de estar 
vigente esta ley, sean 180 días para un cónyuge y 30 para otro. Se hace énfasis 
en no hacer mención al sexo de las partes involucradas y se habla de cónyuges 
porque se reconoce la diversidad de las familias.

Hay claridad de que es un tema que se debe incluir en las comisiones de trabajo, 
pero no ha reflejado un cambio en las conducciones sindicales nacionales.

En Perú se contabilizan 7 millones 48 mil mujeres trabajadoras con salario remu-
nerado, que representa el 45,6% de la población económicamente activa (PEA). El 
71,4% de la PEA ocupada femenina urbana se concentra en empresas que tienen 
entre 1 a 10 trabajadores, el 21,1% en establecimientos de 51 y más trabajadores y 
el 7,5% en empresas de 11 a 50 trabajadores (CEPAL, 2015). Esto implica un desafío 
sindical en materia de cómo organizar a esta población de mujeres diseminada 
en espacios de trabajo tan diversos.

Mirada regional
Mientras la mayoría de los países de América Latina ha reducido el porcentaje 
de pobreza, en el caso de las mujeres no es así; por el contrario, el índice de fe-
minidad de la pobreza ha aumentado. Mientras que en el año 2005 el índice de 
feminización era del 109,7%, en el 2012 se ubicada en 117,2% (ante un 37,7% de la 
población general en situación de pobreza)7.

El trabajo doméstico remunerado y el trabajo de cuidado de terceros son rea-
lizados mayoritariamente por mujeres y son, a su vez, trabajos invisibilizados y 
desvalorizados por la sociedad. La sobrecarga de tareas domésticas y de cuido de 
parientes obstaculiza que muchas mujeres puedan optar por puestos de trabajo 
con condiciones más favorables (y no en zonas alejadas y sin flexibilidad de hora-
rios), pues riñen con la sobrecarga de trabajo no remunerado que experimentan.

El movimiento sindical debe tener una estrategia para incluir en sus pliegos de 
negociación condiciones o características para la generación de nuevos puestos 
de trabajo, como que las jornadas contemplen la conciliación de responsabilida-
des laborales y familiares, licencias para ambos sexos para el cuido de hijos y/o 
otros parientes, y protección del puesto de trabajo cuando hay ausencia para el 
cumplimiento de estos cuidados. En toda la región hay un fuerte acento puesto 
en la necesidad de integrar la corresponsabilidad de tareas domésticas y de cui-
dado a las políticas públicas.

La Red de Trabajadoras de la Educación de la Internacional de la Educación, ha 
discutido cómo el movimiento sindical tiene el reto de entender los cambios 
en el mundo del trabajo y en las modalidades actuales del empleo y adecuar su 
estructura y formas de organización, de manera que la acción sindical sea cohe-
rente con estos cambios. Las nuevas formas del mercado de trabajo tienen que 
ver con la desregularización, los horarios extendidos, los empleos que dependen 
de las telecomunicaciones y el autoempleo, pero también el desempleo. Se debe 
condicionar la creación desde la perspectiva de género y someter la política de 
empleo a algunos cuestionamientos como: ¿Se crean nuevos puestos de trabajo 
a los que puedan tener acceso las mujeres? ¿Se crean puestos de trabajo que ga-
rantizan la protección social, y la conciliación con la vida familiar? ¿La política de 
empleo contempla el derecho a la libre asociación y al diálogo social?

Para que los sindicatos incluyan este tipo de demanda en sus agendas de lucha, 
debe mantenerse y ampliarse el debate sobre las responsabilidades compartidas 
en el seno del sindicato.

7. CEPAL 2015, A 20 años de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing, tomado de http://www.cepal.org/oig/
noticias/noticias/9/54759/NotaIgualdad_16.pdf 
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Políticas públicas en: 
Derechos sexuales y reproductivos e 

identidad de género

Situación nacional
Los derechos sexuales y reproductivos protegen el derecho de las mujeres y los 
hombres a decidir sobre lo que sucede con su cuerpo y su reproducción.

La Red de Trabajadoras de la Educación ha analizado cómo la llegada de los dere-
chos sexuales y reproductivos y de identidad de género a la esfera de las políticas 
públicas, es un resultado de las luchas de los movimientos de mujeres por lograr 
evidenciar el carácter público y político de la vida privada.

Este apartado aborda las políticas y programas estatales relativos a la garantía de 
los derechos a la salud sexual y reproductiva, el acceso a los métodos anticon-
ceptivos, la atención a las enfermedades de transmisión sexual y el VIH/sida y la 
interrupción legal y voluntaria del embarazo.

También se han incluido en este apartado el enfoque cultural en la atención al 
parto y el establecimiento de legislaciones que atiendan la diversidad sexual.

Cuando no se establecen políticas puntuales para subsanar desigualdades histó-
ricas, se generan prácticas de Estado que reproducen la inequidad en el acceso 
a servicios de salud, información y orientación para el uso de métodos anticon-
ceptivos, lo que limita el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos de 
mujeres y adolescentes.

Jesica Báez, autora del estudio Políticas educativas, jóvenes y sexualidades en 
América Latina y el Caribe. Las luchas feministas en la construcción de la agenda 
pública sobre educación sexual, identifica que las políticas educativas que inte-
gran la educación sexual, transitan tres modalidades que conviven en América 
Latina. Una modalidad prioriza ─y casi que se limita a─ la prevención de embara-
zos y de enfermedades de transmisión sexual. Otra modalidad de políticas y pro-
gramas logran incluso integrar el tema de violencia basada en género (incluida la 
violencia sexual) y un tercer momento de las políticas de educación sexual se en-
marcan en los derechos de las y los estudiantes y busca educar en la perspectiva 
de diversidad y de inclusión. Báez analiza que en general la región muestra avan-
ces en la perspectiva y el contenido de la educación sexual (Báez, 2015), pero 
persiste una priorización de la sexualidad en el sentido médico, así como de auto 
control y punición. Es decir, aún no se logra homologar en la región un proceso 
de educación sexual enfocado en la vivencia integral de derechos y diversidad.

Argentina y Brasil son los únicos países cuyos sindicatos reportaron una inciden-
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cia activa y sistemática en los procesos de educación sexual integral. En Costa 
Rica y El Salvador, los sindicatos están construyendo un proceso de reflexión y 
propuestas sobre el tema en el marco del movimiento pedagógico.

Argentina y Uruguay son los únicos que legislan la obligatoriedad de la educa-
ción sexual en los sistemas educativos. Costa Rica, El Salvador y Brasil tienen 
programas educativos específicos para desarrollar el tema en las aulas, aunque 
no están regidos por una ley. Colombia cuenta con una ley (Convivencia Escolar) 
que hace mención a la educación sexual en el sistema educativo, pero que no es 
exclusiva del tema.

La tabla 3 enumera las diferentes políticas públicas y programas alcanzados en 
los países en materia de políticas de derechos sexuales y reproductivos y de iden-
tidad de género, especificando las formas de participación que cada sindicato 
considera haber tenido.

En República Dominicana hay un debate nacional de cara a una propuesta de 
proyecto de ley de Salud Sexual y Salud reproductiva. Este proyecto plantea la 
educación sexual integral en todos los niveles educativos y mayor disponibilidad 
de métodos anticonceptivos, y aborda el aborto terapéutico en caso de riesgo de 
vida de la madre y la sanción a una o un profesional en medicina que no atienda 
el procedimiento para gestionar la interrupción del embarazo. Además, el pro-
yecto menciona de forma breve el respeto a la diversidad. 

En materia de concreción de la política pública, se observa el mismo patrón que 
con el proyecto de ley sobre Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la 
Violencia contra la Mujer; si bien la propuesta de ley de Salud Sexual y Salud Re-
productiva es parte de debates cotidianos en el país y tiene el apoyo de sectores 
de la sociedad civil (especialmente las organizaciones de mujeres campesinas, 
feministas, ONG e instituciones internacionales), aún no ha sido asumida por los 
sectores políticos partidarios.

Además, existen las leyes Nº 135-11 y del VIH/sida del 7 de junio del 2011, para las 
cuales el Ministerio de la Mujer ha desarrollado cartillas de información y divul-
gación dirigida a la población femenina de forma específica.

A nivel centroamericano, en Costa Rica el decreto Nº 38 999 (mayo del 2015) del 
Poder Ejecutivo avala la primera unión de hecho entre parejas del mismo sexo, 
sentando un precedente en su jurisprudencia en materia de protección de los 
derechos patrimoniales, visitas a hospitales y la repartición de bienes en caso 
de separación para parejas del mismo sexo. Aun así, en el país no existe una ley 
sobre el tema. Desde el 2014, el sistema de salud pública aprobó reformas al re-
glamento interno de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) para permitir 
que las parejas del mismo sexo pudieran extender el beneficio de su seguro mé-
dico a su pareja o conviviente. Antes de esa reforma, ese derecho se le reconocía 
únicamente a parejas heterosexuales. Esta reforma además garantiza el derecho 
a la visita hospitalaria mutua para parejas del mismo sexo.

En Colombia, la Corte Constitucional aprobó la sentencia C-55 del 2006 para la 
Interrupción Legal y Voluntaria del Embarazo (ILVE), que reconoce tres causa-
les: peligro para la vida o la salud de la madre, malformaciones del feto que son 
incompatibles con la vida fuera del útero y la violencia sexual. Todas las reivin-
dicaciones en materia de diversidad sexual se han conquistado a través de la 
Corte Constitucional. Ningún logro en materia de diversidad, sea matrimonio o 
adopciones, se ha alcanzado a través de una legislación, sino llevando adelante 
casos de denuncia. Estos casos han construido un cuerpo de antecedentes que 
no deben ser ignorados por la jurisprudencia y que los movimientos sociales 
pueden utilizar como un marco de referencia para la lucha por el establecimiento 
de legislaciones concretas.
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Tabla 3. Participación sindical reportada en políticas de derechos sexuales y 
reproductivos y de identidad de género.

País Legislación, política o programa Formas de participación mencionadas por sindicatos 

Propuesta 
y negocia-

ción 

Agenda 
pública y 
moviliza-

ción

Integra-
ción al 

currículo 
educativo 
y sindical 

Difusión 
entre 
bases

Debate o 
conflicto

Ausencia 
sindica

El Salvador Diseño de Educación Integral de la Sexualidad.

R. Domini-
cana

Ley No 135-11 Ley del VIH/sida.

Costa Rica 2001. Ley de Paternidad Responsable.

Reformas al reglamento CCSS para cobertura de 
parejas del mismo sexo.

Programa de Afectividad y Educación Sexual del 
Ministerio de Educación.

Decreto Ejecutivo No 38 999 y la directriz 025-P 
que denominamos “Política del Poder Ejecutivo 
para Erradicar de sus Instituciones la Discrimina-
ción hacia la Población Sexualmente Diversa”.

Costa Rica 
(retroceso 
en dere-
chos)

Prohibición del anticonceptivo de emergencia o 
píldora del día después.

Prohibición de la fertilización in vitro.

Colombia Sentencia C-55 del 2006 para la Interrupción Legal 
y Voluntaria del Embarazo (ILVE).

Sentencias en materia de adopción para parejas 
del mismo sexo.

Sentencias en materia de Interrupción Voluntaria 
del Embarazo (T-841 y T585).

Ley del Sistema Nacional de Convivencia Escolar y 
Formación para el Ejercicio de los Derechos Hu-
manos, sexuales y reproductivos y la prevención y 
mitigación de la violencia escolar. 

Perú Establecimiento de la Norma Técnica para la aten-
ción parto vertical con adecuación intercultural.

Argentina Ley No 25 673 crea el Programa de Salud Sexual y 
Procreación responsable.

Ley de Identidad de Género No 26 743.

Ley de Matrimonio Igualitario (modificación a la 
Ley No 26 618 del Código Civil).

Ley No 26 130 de intervenciones de anticoncep-
ción quirúrgica.

Plan Nacer de atención a madres embarazadas y 
niñas y niños.

Ley No 25 929 de parto humanizado. 

Ley  No 26 826 de fertilización asistida (e in vitro).

Resolución No 974 MS establece una guía de pro-
cedimiento para la atención de pacientes que 
soliciten prácticas de interrupción del embarazo 
no punibles.

Uruguay Ley No 19 075 de Matrimonio Igualitario.

Ley No 18 620 de 2009 Derecho a la identidad de 
Género (cambio de nombre por identidad sexual).

Educación Sexual Integral.

Ley No 18 987 Interrupción voluntaria del embarazo. 

Brasil Ley No 9 313 Disposición de antiretrovirales para 
personas viviendo con VIH.

Ley contra la Discriminación de personas viviendo 
con VIH.

Programa “Género e diversidade na escola”.
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En el 2005, Perú aprueba la Norma Técnica para la atención del parto vertical 
con adecuación intercultural8. Si bien el parto vertical es una tradición de muchas 
culturas en el mundo, la medicina alopática ha impuesto el parto horizontal en 
el que la madre gestante yace sobre su espalda. El Ministerio de Salud de ese país 
ha reconocido que integrar el parto vertical dentro de los centros de salud, acercó 
a miles de mujeres de diferentes poblaciones indígenas que, de otro modo, no 
hubieran acudido a los centros de salud a recibir atención obstétrica. La adecua-
ción intercultural de los servicios de salud –incluyendo los brindados por la ley de 
Aseguramiento Universal y el programa “Gesta Club”– reconoce el valor del co-
nocimiento médico y las prácticas en salud de las poblaciones indígenas de Perú. 
Mujeres de organizaciones rurales e indígenas han logrado que los consultorios 
de atención pre natal y las salas de partos permitan integrar elementos culturales 
propios. Igualmente, aun se requiere avanzar en la disponibilidad de documenta-
ción en lenguas quechua y aymara, entre otras. 

La ley Nº 30 061 del 2013, declara como prioritario interés nacional la atención in-
tegral de la salud de los estudiantes de educación básica regular y especial de las 
instituciones educativas públicas del ámbito del Programa nacional de alimenta-
ción escolar Qali Warma, y los incorpora como asegurados del Seguro Integral de 
Salud (SIS). Esta legislación integra como afiliados al régimen subsidiado de salud 
a estudiantes de educación básica y especial que no tengan otra cobertura.

A nivel general en el área de salud, Brasil desarrolla las conferencias nacionales 
de salud con expresiones estatales y municipales para la toma de decisiones po-
líticas en materia de salud. Si bien estas actividades ya existían desde la década 
de 1970, el nuevo milenio marca un aumento sustancial en la participación de los 
movimientos sociales y sindicales en estos espacios, haciendo la toma de deci-
siones en torno a políticas de salud un espacio más democrático e inclusivo (MS, 
2011). Actualmente hay acceso legal a anticonceptivos de emergencia (píldora 
del día después), se garantiza el tratamiento del VIH/sida de forma gratuita en el 
sistema de salud público y se ofrece la vacuna contra el papiloma. Además, las 
autoridades han asumido la capacitación y sensibilización de profesionales de la 
salud para que reconozcan y valoren el saber de las parteras indígenas.

En la última década, Argentina y Uruguay han sido países punteros en materia de 
derechos sexuales y reproductivos y de identidad de género, al aprobar un con-
junto significativo de leyes federales, acompañadas de lineamientos que comple-
mentan las funciones de estas leyes.

Es importante resaltar que en Argentina la ley de Identidad de Género Nº 26 743, 
garantiza las intervenciones quirúrgicas o tratamientos hormonales para adecuar 
el cuerpo a la identidad auto percibida y las incluye en el Programa Médico Obli-
gatorio (PMO).

La laicidad y los derechos sexuales y reproductivos en Uruguay

El Estado laico es un objetivo clave para la defensa de los derechos sexuales y 
reproductivos como parte de los derechos humanos. Uruguay es el único país 
donde los sindicatos valoraron que la práctica laica del Estado promueve la vi-
vencia de la laicidad en la esfera pública y social como un hecho real y cotidiano, 
que además ha permitido menos resistencia a propuestas y políticas a favor de 
la diversidad.

De los países incluidos en esta investigación, Uruguay es el único en reconocer 
el derecho a la interrupción voluntaria del embarazo (IVE) sin condicionarla a 
situaciones de violencia y/o peligro de muerte. Uruguay despenalizó la IVE en las 
primeras 12 semanas de gestación, con el requisito de seguir un procedimiento 
8. Imagen tomada de http://www.care-challenge.com/fr/ideas/el-parto-vertical-con-adecuaci%C3%B3n-intercultural-sal-
va-vidas-maternas-en-churcampa-huancavelica-peru 
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de consultas. Durante el primer mes de aprobación de la ley, solo 30% de los 
obstetras se declararon objetores de conciencia (Consejo Nacional para la Igual-
dad de Género, 2015). Uruguay se convirtió en el primer país de Sudamérica en 
despenalizar el aborto si la mujer cumple con un procedimiento establecido, que 
incluye la consulta a un equipo interdisciplinario que le ofrecerá alternativas a la 
IVE, como la adopción, y reflexionar su decisión durante cinco días que corren 
desde el momento que hace la primera consulta.

Cuestiones pendientes
En El Salvador, el Ministerio de Educación elaboró la política de Educación In-
tegral de la Sexualidad (EIS), que comprende la actualización de los contenidos 
curriculares y una guía para docentes, entre otros puntos. Al momento de ser 
consultados, ni el Ministerio de Educación ni el sindicato ANDES 21 de Junio 
dieron cuenta de procesos de diálogo o alianzas para la elaboración de los con-
tenidos curriculares de dicha política educativa, ni tampoco de la estrategia de 
capacitación docente.

Costa Rica sostiene un manejo bastante perverso en la forma de asumir el acceso 
a los anticonceptivos de emergencia (AE), los cuales detienen la ovulación e im-
piden el proceso de concepción. La Comisión de la Mujer de ANDE explica que “a 
pesar de que el uso de los AE no está penalizado o prohibido, no existe un registro 
comercial del producto y, por lo tanto, no se encuentra disponible en farmacias 
hospitalarias ni comerciales”. Por otra parte, cada año en Costa Rica se realiza un 
promedio de cinco interrupciones de embarazo legales en los centros de la CCSS. 
Estas cinco mujeres tuvieron la oportunidad de someterse a un procedimiento 
legal y seguro, pagado por el Estado, mientras que anualmente otras 10 000 mu-
jeres recurren a los centros de salud pública para solicitar atención posterior a la 
interrupción del embarazo. Es decir, la vida y la salud de al menos 10 000 mujeres 
se ve en riesgo cada año por someterse a un procedimiento ilegal e inseguro.

Costa Rica ha enfrentado denuncias internacionales por incumplir los manda-
tos de la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (CEDAW por sus siglas en inglés), que exigen garantizar el acceso 
a servicios de salud reproductiva integrales únicos para la mujer, como interrup-
ción legal del embarazo, acceso a anticonceptivos de emergencia y fertilización 
in vitro (FIV) para las mujeres con infertilidad. Igualmente se ha denunciado la 
discriminación que enfrentan las mujeres lesbianas en entornos relacionados 
con el cuidado de la salud. El país ha sido acusado y sentenciado ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), pues persiste la prohibición 
de la FIV, violentando el derecho a la reproducción de aquellas parejas que re-
quieren este método para tener hijos biológicos.

La Corte IDH estableció que Costa Rica ha violado el derecho a la decisión de la 
reproducción, contradiciendo lo estipulado por la CEDAW en materia de protec-
ción ante las interferencias arbitrarias sobre la vida privada. (La CEDAW fue ratifi-
cada por el país en el 2001.)

En República Dominicana, en el proceso de debate social y político sobre el pro-
yecto de ley de Salud Sexual y Reproductiva, los sectores católicos y protestan-
tes y las respectivas autoridades eclesiásticas, han expresado ampliamente su 
oposición a esta ley, causando que sectores políticos se posicionen en contra 
del proyecto, con tal de contar con el favor del sector eclesiástico. En materia de 
diversidad sexual, la voz de la Iglesia católica dominicana se ha levantado en con-
tra de dicha ley, argumentando –como sucede en otros países– que la apertura 
a la diversidad amenaza la base y el futuro de la familia. No obstante, los movi-
mientos sociales aunados en torno a los derechos de diversidad sexual están bien 
organizados y las agencias de cooperación para el desarrollo y de financiamiento 
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internacional han dirigido recursos para la movilización social en esta área. Los 
sindicatos docentes no se han colocado en el centro del debate sobre diversidad 
y, de hecho, se observa una fuerte presencia de bases del magisterio que asumen 
su relación con el tema desde una postura de fe o religión individual.

En Perú, los resultados de la encuesta del 2011 sobre “Sexualidad, reproducción 
y desigualdades de género” arrojaron que el 28% de las adolescentes peruanas 
contemplaban entre sus principales problemas la falta de acceso a métodos de 
planificación, mientras que el 41% señaló la falta de información sobre salud re-
productiva.9

En Brasil, actualmente el debate por los derechos sexuales y reproductivos en 
los ámbitos políticos, está cruzado por una fuerte presencia de grupos religiosos, 
los cuales han visto aumentar su poder de participación y representación en las 
bancadas del Senado. Estos sectores conservadores presentes en el Senado han 
llevado adelante un fuerte lobby e impusieron la eliminación del término “géne-
ro” del Plan Nacional de Educación. Se demonizó fuertemente el uso de dicha 
palabra, especialmente porque el término había logrado posicionarse desde la 
visión amplia de las reivindicaciones de igualdad para todas y todos. Los grupos 
religiosos manipularon el debate discriminando a los grupos LGBT y acusándolos 
de “amenazar la familia”. En algunos planes municipales y estatales también se 
excluyó el término.

Participación sindical
En República Dominicana, los sindicatos de educación no se han pronunciado con 
una postura institucional al respecto y no han elaborado una estrategia de trabajo. 
La lucha por lograr la implementación del Plan de Educación Sexual Integral está 
quedando en mano de otros sectores sociales, sin que el magisterio tenga inciden-
cia alguna. De manera individual, no como una postura institucional, integrantes 
de sindicatos en dicho país señalaron a las congregaciones religiosas, en especial la 
católica y la cristiana, de oponerse abiertamente al desarrollo del Plan.

De cara al proyecto de ley de Salud Sexual y Salud Reproductiva, los comités eje-
cutivos de los sindicatos en República Dominicana no han discutido una postura 
sobre el tema ni se han pronunciado a favor del proyecto de ley. Como conse-
cuencia, la participación sindical en espacios de articulación termina siendo una 
presencia individual, o en todo caso de integrantes de la Secretaría de la Mujer de 
la ADP y no un voto de apoyo de todo el sindicato como organización gremial y 
a favor del proyecto. Ante la desatención organizativa de esta área de derechos, la 
estrategia de trabajo de las Secretarías de Género ha sido optar por hacer un tra-
bajo de sensibilización de las bases del magisterio, las cuales no apoyan de forma 
homogénea los derechos sexuales y reproductivos. Esto genera una brecha entre 
la postura de la Secretaría de Género y la práctica y postura de sus representadas, 
que podrá saldarse con un proceso de capacitación, debate, militancia y alianza 
con otros sectores, siempre y cuando el sindicato tome una decisión orgánica y 
defina una política institucionalizada.

En Costa Rica, la Encuesta Nacional de Salud Sexual y Reproductiva del 2010, 
identificó una temprana edad de inicio de las relaciones sexuales genitales sin 
que estas se acompañen de programas y servicios de educación sexual integral 
(dentro y fuera del sistema escolar), o de servicios de salud que aseguren el ac-
ceso a la información y a métodos de protección y anticoncepción10. Por ello, la 
ANDE y el SEC impulsan reformas educativas y la adopción de nuevas leyes sobre 
educación, laicos y no sexistas. Actualmente, una mesa de trabajo del movimien-
to pedagógico tiene una propuesta para la elaboración de materiales en esta área 
sensibles al género.
9. Ipsos Apoyo – Opinión y Mercado, para Promsex y Movimiento Manuela Ramos. Encuesta 2011: sexualidad, reproduc-
ción y desigualdades de género 2011, p. 26.
10. Comisión de la Mujer de ANDE, comunicación personal, setiembre del 2015.
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En Colombia, el sindicato no mencionó haber participado del debate en torno a 
la ley que en el 2013 creó el Sistema nacional de convivencia escolar y formación 
para el ejercicio de los derechos humanos, sexuales y reproductivos y la preven-
ción y mitigación de la violencia escolar, ni en la comisión que se estableció para 
vigilar la implementación de la ley.

En Brasil, el II Plan Nacional para las Políticas de Mujeres de la Secretaría Especial 
de Políticas para las Mujeres establece que tanto las autoridades federales, estata-
les y municipales, así como las instituciones educativas, los movimientos sociales 
y los gremios (SEPM 2009, p. 83), son actores clave en la diversidad de acciones a 
iniciar o sostener. Entre esas acciones, los movimientos sociales y sindicales han 
sido partícipes en:

•	 Promover eventos macro-regionales y nacionales de movilización de las en-
tidades del movimiento de mujeres y feministas para ampliar la conciencia 
sanitaria y del derecho a la salud.

•	 Distribuir directrices estratégicas sobre atención a la salud de las lesbianas, 
bisexuales y transexuales.

•	 Distribuir materiales sobre derecho a salud de las mujeres afrodescendientes, 
quilombolas, indígenas, gitanas, población femenina del campo y bosque, les-
bianas y bisexuales.

•	 Realizar campañas de valoración de los saberes de las mujeres indígenas y 
quilombolas en las áreas de alimentación tradicional, preservación de la salud 
y de cura de enfermedades físicas, mentales y sicológicas.

•	 Apoyar la especialización en salud de las mujeres afrodescendientes.

Los sindicatos de educación han sido un aliado clave del gobierno en la difusión 
del Programa Salud y Prevención en las escuelas, sindicatos y comunidades, en-
fatizando el enfoque de derechos, de diversidad y de perspectiva de género.

Mirada regional
El enfoque multicultural, que observe e integre los saberes indígenas, afros, cam-
pesinos y quilombolas para el bienestar físico y mental, prevenir problemas de 
salud y atender el parto, también resulta clave en la concepción e implementa-
ción de las políticas de salud para las mujeres y para todos los pueblos latinoa-
mericanos.

En materia legal y jurídica, pero especialmente en relación con el enfoque político 
de los derechos, la mayoría de países en América Latina carecen de normativas 
que aborden puntualmente los derechos reproductivos y el acceso universal a la 
salud sexual y reproductiva. Este es otro espacio donde hay muchas posibilida-
des de que los sindicatos refuercen sus roles como fuerza social organizada para 
proteger el derecho a salud sexual y reproductiva. Las organizaciones sindicales 
tienen la capacidad de constituirse en la fuerza que aporte una mirada de clase 
e ideológica a esta lucha, mirada desde la que otros sectores sociales feministas 
no siempre han partido.

A la hora de referirse sobre la actuación e incidencia de los sindicatos en la de-
fensa de los derechos sexuales y reproductivos, hay una mejoría en materia de 
reconocimiento del rol sindical. En tres de siete países las autoridades reconocen 
a los sindicatos como parte de los sectores sociales claves para avanzar en esos 
derechos. En otros cuatro casos, las autoridades mencionaron mayoritariamente 
a las organizaciones de mujeres y organizaciones no gubernamentales como 
principales organizaciones que han dado impulso y han presionado por obtener 
políticas.



Internacional de la Educación para América Latina / 41

Políticas públicas en: 
Prevención, erradicación  

y penalización de la violencia  
basada en el género

Situación nacional
Todos los países de la región cuentan con leyes para combatir la violencia contra 
las mujeres, muchas de las cuales tienen un enfoque integral. Varios países han 
implementado además el mecanismo de las casas de acogida, espacios físicos 
e institucionales para coordinar y articular todos los mecanismos para proteger 
los derechos de las mujeres a una vida sin violencia. Si bien las leyes no implican 
la erradicación de la violencia, sí ponen a disposición mejores mecanismos para 
discutir al respecto, prevenirla y denunciarla.

La tabla 4 enumera las diferentes políticas públicas y programas alcanzados en 
los países en materia de prevención, erradicación y penalización de la violencia 
basada en el género, especificando las formas de participación que cada sindica-
to considera haber tenido. 

En El Salvador existe una Política Nacional para el Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia y la ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia 
para las Mujeres. Es una política nacional que se sostiene con fondos públicos y 
fondos de cooperación. Se complementa con las Casas de la Mujer, que funcio-
nan como espacios de contención para mujeres víctimas de violencia y sus hijas 
e hijos. Esta legislación ha exigido ampliar la experticia de articulación, coordi-
nación y planificación entre las diferentes autoridades públicas implicadas como 
Salud y Justicia, entre otros.

En el 2007, Costa Rica aprobó la ley de Penalización de la Violencia contra las Mu-
jeres (Nº 8589), que impone penas de prisión para los delitos de violencia física, 
sexual y patrimonial. Se castiga el feminicidio con 35 años de cárcel y para otros 
delitos se establecen penas alternativas si el agresor es primera vez que incurre 
en el delito y la pena no supera los tres años.

Al igual que en otros países, en todo el territorio existen fiscalías y juzgados que 
atienden los delitos sexuales y la violencia doméstica. En otro apartado se resaltó 
que existe una secretaría de género del Poder Judicial y una oficina de orienta-
ción a víctimas del Poder Judicial. El Sistema nacional de atención y prevención 
de la violencia intrafamiliar y violencia contra las mujeres (PLANOVI) surge en el 
año 2008 como una instancia de articulación entre el INAMU, los ministerios, las 
instituciones descentralizadas del Estado y otras organizaciones.



42 / Incidencia sindical en políticas públicas para la igualdad

Tabla 4. Participación sindical reportada en políticas de prevención y erradicación 
de la violencia

País Legislación, política o programa Formas de participación mencionadas por sindicatos 

Propuesta 
y negocia-

ción 

Agenda 
pública y 
moviliza-

ción

Integra-
ción al 

currículo 
educativo 
y sindical

Difusión 
entre bases

Debate o 
conflicto

Ausencia 
sindica

El Salva-
dor

Ley Especial Integral para una Vida Libre 
de Violencia, Decreto 520 del año 2011.

República 
Domini-
cana

Ley para la Prevención, atención y perse-
cución de la violencia contra las mujeres.

Cartilla de formación docente en preven-
ción de la violencia.

Nuevo proyecto de Ley en discusión: “Pre-
vención, Atención, Sanción y Erradicación 
de la Violencia contra la mujer”.

Costa 
Rica 

Sistema Nacional de Atención y Preven-
ción de la Violencia intrafamiliar y Violen-
cia Contra las Mujeres del año 2008.

Ley No 7 476 Contra el Hostigamiento 
Sexual en el Empleo y la Docencia.

Ley No 9 095 del 2012. Ley de Combate 
Integral a la Trata de Personas.

Campaña Tercer Marcador para concien-
ciar sobre violencia basada en género en 
los medios de comunicación nacional.

Colombia Ley 1257-2008 Por una vida libre de vio-
lencia.

Ley No 1 639 del 2015, por la cual se fortale-
cen las medidas de protección a la integri-
dad de las víctimas de crímenes con ácido.

Perú Ley No 30 364 de 2015, para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar.

Ley No 30 068 del 2013 que modifica la 
Ley de feminicidio de 2011 y reforma el 
Código Penal.

Argentina Ley No 26 485 Ley de protección integral 
para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres en los ám-
bitos en que desarrollen sus relaciones 
interpersonales.

Campaña sindical por las licencias para 
víctimas de violencia basada en género.

Uruguay Ley No 17 514 de Violencia Doméstica.

Ley No 18 561 sobre acoso sexual, 2009.

Campaña sindical por las licencias para 
víctimas de violencia basada en género.

Encuesta Nacional de Violencia basada en 
Género y generaciones, 2013.

Brasil Ley Maria da Penha No 11 360.

Ley No 13 104, que tipifica el feminicidio 
en el Código Penal.

Ley No 13 239 de 2015, sobre el ofreci-
miento y realización, en el ámbito del 
Sistema Único de Salud (SUS), de cirugía 
plástica reparadora de secuelas de lesio-
nes causadas por actos de violencia con-
tra la mujer.

Campaña “Educação Liga”.
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En República Dominicana, la ley para la Prevención, Atención y Persecución de 
la Violencia contra las Mujeres (Nº 24-97), es una de las que exige mayor coor-
dinación y articulación entre el Ministerio de la Mujer y el Poder Judicial. Como 
medida complementaria, la ley Nº 88-03 del año 2003 crea las Casas de Acogida 
o Refugios para las mujeres víctimas de violencia de género. Además, el Minis-
terio ha elaborado cartillas de capacitación dedicado al personal de los sectores 
Salud y Educación. Actualmente se ha presentado el proyecto de ley Prevención, 
Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra la Mujer, propuesta que 
procura brindar un marco único para armonizar los mecanismos e instrumentos 
para atender la violencia de género y articular los mecanismos que permitan agi-
lizar los procesos de denuncia. Hay un debate nacional de cara a este proyecto, 
donde los principales abanderados son sectores de la sociedad civil, especial-
mente las organizaciones de mujeres campesinas, feministas y las ONG.

La Secretaría de Género de la ADP consideró que la sola presentación del proyec-
to de ley ha generado un amplio debate en el país, generando mayor familiaridad 
de la sociedad dominicana con los temas de igualdad y violencia de género11.

En Perú se han aprobado 17 ordenanzas regionales contra el hostigamiento se-
xual, en el marco de la ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual 
(Nº 29 430). Además, en el 2015 entró en vigencia la ley para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar 
(Nº 30 364), que subraya la protección de mujeres y familiares en “situación de 
vulnerabilidad, por la edad o situación física como las niñas, niños, adolescentes, 
personas adultas mayores y personas con discapacidad”12. 

En el 2013, Uruguay llevó a cabo un estudio nacional sobre el estado de la violencia 
basada en género (Encuesta nacional de violencia basada en género y generacio-
nes). Esto le brinda al país una herramienta para planificar y priorizar las políticas 
públicas y programas para la prevención de la violencia y la atención de las vícti-
mas. La encuesta demostró que al menos un 32% de las mujeres de quince años 
o más han sufrido algún tipo de violencia en su infancia, mientras que un 20% de 
ellas había experimentado una o más formas de violencia en los doce meses inme-
diatamente previos a la encuesta. Esta encuesta nacional es clave porque además 
coloca a la población a debatir sobre la violencia de género y a preguntarse cómo 
ha estado presente en sus propias vidas, lo que promueve que la sociedad urugua-
ya se familiarice con el tema y lo decodifique en la vida cotidiana.

En Argentina, desde el año 2010, rige la ley de Protección Integral para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en todos los ámbitos en que 
se desarrollen sus relaciones interpersonales (Nº 26 485). Esta legislación tiene 
alcance nacional y define todas las formas de violencia, incluso la mediática, la 
simbólica y la violencia contra la libertad reproductiva. Los criterios de definición 
de violencia de esta ley han sido considerados los más completos por los movi-
mientos de mujeres en América Latina. Actualmente, la Corte Suprema de Jus-
ticia cuenta con una unidad de género responsable de la formación en género 
para las y los funcionarios judiciales.

En Brasil, la legislación contra la violencia de género lleva el nombre de Maria da 
Penha, una víctima de violencia de género, quien sobrevivió a un disparo y un 
secuestro de su agresor, padre de sus dos hijas y su pareja sentimental por varios 
años. La ley Maria da Penha (Nº 11 340) tiene un importante componente edu-
cativo, desde el cual se ha desarrollado una campaña para promover que otras 
personas cercanas a las víctimas pongan las denuncias por violencia y no solo la 
víctima. La ley se complementa con las Casas de la Mujer brasileña, espacios de 
acogida para las mujeres y sus hijas e hijos.

También en Brasil, la ley Nº 13 239 del 30 de diciembre de 2015, en el ámbito del 

11. Feliz, comunicación personal, julio de 2015.
12.  Congreso de la República de Perú, ley 30364, tomado de http://observatoriointernacional.com/?p=2358 



44 / Incidencia sindical en políticas públicas para la igualdad

Sistema Único de Salud (SUS) ofrece y realiza cirugía plástica reparadora de se-
cuelas de lesiones causadas por actos de violencia contra la mujer. Los hospitales 
y centros de salud pública, al recibir víctimas de violencia, deben informarlas de la 
posibilidad de acceso gratuito a cirugía plástica reparadora de lesiones o secuelas 
de agresión comprobada.

Finalmente, la tipificación del feminicidio en Brasil es considerada como un im-
portante avance, pues el país ha experimentado un aumento del 21% de femi-
nicidios en los últimos diez años. El código penal brasileño aumenta las penas 
hasta un 50% cuando el crimen ocurre durante el embarazo, o en los tres meses 
posteriores al parto y en presencia de descendientes o ascendientes de la víctima, 
entre otros casos.

Cuestiones pendientes
En República Dominicana, la discusión del proyecto de ley Prevención, Atención, 
Sanción y Erradicación de la Violencia contra la Mujer” se vio impedida porque el 
2015 fue un año electoral y ningún sector político se posicionó de cara a la pro-
puesta de ley, pues le podría significar el desfavor de la iglesia.

En Costa Rica, el sistema de salud pública (CCSS) no cuenta con unidades espe-
cializadas de atención a la violencia, y la atención a las víctimas se hace en cada 
sede o en el Laboratorio de medicatura forense, reproduciendo condiciones de 
vulnerabilidad y desprotección. Además, la lentitud y burocracia en la implemen-
tación de la ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres desestimula 
las denuncias. Los sindicatos consideran que persiste la falta de sensibilidad y de 
conocimiento por parte de las autoridades, quienes incluso presentan resistencia 
a la hora de hacer efectiva la ley.

En Brasil, las mujeres afrodescendientes sufren la violencia de forma apremiante. 
En la década comprendida entre el 2003 y 2013, se logró reducir la agresión con-
tra mujeres blancas del 3,6 al 3,2 por cada cien mil mujeres, lo que implica una 
significativa ─aunque insuficiente─ disminución del 11,9%. El Mapa de violencia 
2015, homicidio de mujeres en Brasil (FLACSO, 2015), muestra que las tasas de 
mujeres y niñas afrodescendientes que sufren violencia no se han podido dismi-
nuir, sino que han crecido del 4,5 al 5,4 por cada cien mil mujeres, lo que marca 
un imperdonable aumento del 19,5%. En el 2013, el 66,7% de las víctimas de la 
violencia de género en Brasil fueron mujeres y niñas afrodescendientes.

En Argentina, la desjerarquización del Consejo Nacional de las Mujeres ─autori-
dad de aplicación de la ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar la Violencia contra las Mujeres─ dificulta la planificación conjunta con todos 
los organismos y el cumplimiento de alcance federal. La ley enfrenta problemas 
a la hora de la implementación, pues se hace compleja la articulación entre el 
Poder Judicial y las otras estructuras involucradas en el cumplimiento de la ley, 
como son los juzgados de familia y otros programas de administración civil. La 
atención a la violencia requiere un proceso de planificación multisectorial que 
aún no se cumple por una falta de articulación entre mecanismos. Esta situación 
le ha valido a Argentina denuncias ante la Organización para las Naciones Unidas 
(ONU) y la Organización de Estados Americanos (OEA) por incumplir la legisla-
ción de violencia en algunas provincias.

Participación sindical
En República Dominicana se ha manifestado una ausencia de diálogo y coopera-
ción institucional entre el Poder Ejecutivo y el magisterio porque el Ministerio de 
la Mujer diseñó una cartilla de formación para docentes para la prevención de la 
violencia. Según informaron ambas partes, ninguno de los sindicatos de educa-
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ción fue convocado para discutir el contenido de la cartilla, ni tampoco para jugar 
un rol en la implementación y difusión de la misma.

Como se mencionó párrafos atrás, en República Dominicana se ha propuesto un 
nuevo proyecto de ley sobre violencia, denominado Prevención, Atención, San-
ción y Erradicación de la Violencia contra la Mujer. Integrantes de la Secretaría de 
la Mujer de la ADP se han sumado de manera individual a los espacios de debate 
y movilización a favor de la aprobación de esta ley. No obstante, las dirigencias 
nacionales de los sindicatos no han mostrado un apoyo expreso ni se han posi-
cionado de cara al proyecto de ley, por lo que los sindicatos dominicanos conti-
núan sin desarrollar acciones institucionales a favor de la ley, auto marginándose 
de un movimiento nacional muy activo en materia de igualdad de género. Es por 
ello que el sindicato se reconoce como ausente de este tema.

En Argentina, la Confederación de Trabajadores de la Educación de la República 
Argentina (CTERA) ha informado que en articulación con la Central de Trabaja-
dores de Argentina (CTA), han acompañado cada vez a más mujeres trabajadoras 
víctimas de violencia basada en género. Tradicionalmente, las mujeres víctimas 
de violencia se ausentan del lugar de trabajo amparadas en una licencia médica o 
psiquiátrica. No obstante, estas licencias afectan a las mujeres, especialmente en 
el caso de un eventual proceso de disputa por la patria potestad de hijas e hijos. 
Así, los sindicatos han buscado una licencia que facilite la protección del puesto 
de trabajo y que favorezca a las mujeres. En octubre del 2015, se consiguió imple-
mentar las licencias por violencia de género en cuatro provincias: Chubut, Neu-
quén, Chaco y Santa Fe (en esta provincia como un convenio del sector docente). 
El principal obstáculo para este tipo de licencia es que desde algunos sectores pe-
nales se está exigiendo que las licencias por situación de violencia, sean otorgadas 
solamente si a la vez se coloca la denuncia judicial. Esto cuestionaría la palabra de 
la víctima y condicionaría el derecho a la protección del puesto de trabajo.

Similar al caso de Argentina, en Uruguay, a lo interno de la central del Plenario 
Intersindical de Trabajadores - Convención Nacional de Trabajadores (PIT-CNT), 
ya se discute el pago por licencia para mujeres víctimas de violencia. Por ahora 
el avance ha sido desigual y varía según los sectores productivos y/o estatales 
involucrados.

En Costa Rica, a partir de la experiencia de Argentina y de Uruguay, la ANDE ha 
preparado una propuesta de ley para garantizar licencias con goce de salario para 
quienes sean víctimas de violencia de género. Varios sindicatos de educación 
han aprobado el apoyo a la Campaña de Tercer Marcador, que difunde en medios 
de comunicación los datos sobre denuncias por violencia durante las horas de 
transmisión de partidos de fútbol. Además del magisterio, en esta campaña parti-
cipan el INAMU, el Ministerio de Educación Pública, el Ministerio de Justicia y Paz, 
el Ministerio de Salud Pública y varias universidades.

En Brasil, la CNTE, la CONTEE y PROIFES han asumido la difusión y el debate 
en torno a la ley Maria da Penha en miles de centros educativos. La CNTE está 
llevando adelante la campaña “A educação liga” (La educación llama), que hace 
mención al quehacer de sensibilización de la educación formal para promover 
mayor denuncia ante la línea telefónica de atención 180, disponible para denun-
cias en casos de violencia de género.

Mirada regional
Los Estados dedican una importante cantidad de recursos y de estructuras a tra-
bajar por la erradicación de la violencia, pero estos esfuerzos son insuficientes y 
se debilitan ante las carencias no subsanadas de la articulación interinstitucional. 
Mejorar la articulación puede agilizar los procesos de denuncia, sanción y aten-
ción a las víctimas.
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Con excepción de los casos de Brasil y Argentina y más incipientemente de 
Costa Rica, en la mayoría de los países está pendiente la tarea de posicionar a 
los sindicatos como actores en la erradicación de todas las formas de violencia 
contra las mujeres. Esto queda en evidencia pues las autoridades rectoras de las 
políticas públicas en materia de prevención de la violencia, mencionaron mayo-
ritariamente a las organizaciones de mujeres y las ONG como principales orga-
nizaciones que han incidido en las políticas públicas contra la violencia. En cinco 
de siete países no se han mencionado los sindicatos como actores presentes en 
este tema.

De forma general, los sindicatos de educación siguen sin reconocerse como ac-
tores sistemáticos y centrales en el área de erradicación de la violencia contra 
las niñas y jóvenes. Las bases de los sindicatos de educación trabajan cotidiana-
mente en espacios donde ellas están expuestas a diferentes formas de violencia. 
Llama la atención la poca mención de las organizaciones sobre este tema.
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Políticas educativas en: 
Protección al derecho  
a la educación pública

Situación nacional
Este apartado aborda programas para la inclusión y permanencia, el financia-
miento y cobertura, la ampliación de derechos de guarderías, salas cunas, jardines 
infantiles y la participación en la elaboración de currículos educativos inclusivos.

Mirando en retrospectiva, las políticas de educación de los países latinoameri-
canos se han caracterizado por situaciones muy particulares. En algunos países 
los sistemas educativos venían siendo legislados ya sea con las normativas es-
tablecidas por las dictaduras o bien generadas con un carácter provisorio o “de 
emergencia” al final de los regímenes dictatoriales. En otros fueron las instancias 
financieras, como el Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial, los 
entes que rigieron las decisiones (especialmente en formas de administración y 
de inversión) en los sectores educativos públicos. La llegada al poder de gobier-
nos del campo democrático y popular a algunos países de la región, ha permitido 
atender la urgencia que había de legislar la educación con un sentido público. 
No obstante, las organizaciones sindicales señalan que aún hace falta avanzar 
para legislar con sentido de derecho social, lo cual abarca una visión más amplia 
que supera la inversión con carácter público y que alcanza la participación de los 
gremios en la toma de decisiones y la gestión democrática del aparato educativo.

En la tabla 5 se enumeran las diferentes políticas públicas y programas alcanza-
dos en los países en materia protección al derecho a la educación pública, espe-
cificando las formas de participación que cada sindicato considera haber tenido.

En República Dominicana se aprobó en el 2012 una ley de financiamiento edu-
cativo que establece el 4% del PIB para la educación pública. Este aumento es 
significativo pues previamente se destinaba el 1,4% del PIB y hubo un acuerdo 
para implementarlo de forma escalonada. Este presupuesto estaba previsto desde 
hacía quince años atrás, cuando se aprobó la ley General de Educación.  La pro-
fesora María Teresa Cabrera (integrante del Comité Ejecutivo Mundial de la IE du-
rante los años 2007 al 2015) explica que “desde el 26 de octubre 2010 la Coalición 
por una Educación Digna dejó claro cómo avanzarían sus actividades de presión 
e incidencia: determinación de permanecer en lucha mientras no sea aprobado 
el presupuesto para la educación pública acorde con la ley 66/97 (4% del PIB)”.13

Luego de la aprobación del 4% del PIB para la educación, se aprobó un Pacto 
Educativo en el año 2012. Este Pacto consta de 21 puntos; uno de ellos establece 
13. Cabrera, M. Lucha social, Estado e inversión en educación, revista Red N. 1. Tomado de http://www.ei-ie-al.org/
publicaciones/red01_web.pdf 
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Tabla 5. Participación sindical reportada en materia de políticas para la protección 
del derecho a la educación pública

País Legislación, política o programa Formas de participación mencionadas por sindicatos

Propuesta 
y negocia-

ción

Agenda 
pública y 
moviliza-

ción

Integra-
ción al 

currículo 
educativo 
y sindical 

Difusión 
entre 
bases

Debate o 
conflicto

Ausencia 
sindical

El Salvador Plan Social Educativo “Vamos a la Escuela” 
2009-2014.

Convenio para la ‘’Educación de calidad con 
enfoque inclusivo, emancipador de paradig-
mas socioculturales de una Escuela Inclusiva 
de Tiempo Pleno transformadora”. 

República 
Dominicana

Aprobación de implementación 4% PIB.

Costa Rica Programa Ética, Estética y Ciudadanía del 
Ministerio de Educación.

Convención colectiva del sector educativo 
que reconoce el establecimiento de servi-
cios de asistentes y cuidadoras de apoyo en 
las aulas de clase en los niveles de primera 
infancia.

Estrategia institucional en Primera Infancia se 
denomina “Un derecho, un reto, una oportu-
nidad” para la ampliación de cobertura edu-
cativa hasta los 4 años de edad. 

Guarderías y redes de cuido nocturnas.

Perú Ley No 29 735  que regula el uso, preserva-
ción, desarrollo, recuperación, fomento y 
difusión de las lenguas originarias del Perú.

Ley No 29 600 para la reinserción escolar por 
embarazo. 

Argentina Asignación Universal por Hijo.

Ley No 26 075 de financiamiento educativo.

Ley No 26 058 de educación técnico profe-
sional.

Ley No 26 150 de educación sexual integral.

Ley No 26 206, Ley Nacional de Educación. 

Ley No 26 061 de protección integral de los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes. 

Ley No 25 919 de Fondo Nacional de Incenti-
vo docente.

Programa Nacional de Desarrollo Infantil 
Primeros Años.

Uruguay Ley No 18 437 Ley General de Educación.

Brasil Conferencia Nacional de Educación - Plan 
Nacional de Educación.

10% de PIB para educación.

Establecimiento de la inversión de  
un porcentaje de las Royalties del Petróleo  
–PRESAL– para el sistema educativo. 

Ampliación cobertura educación inicial.

Ley de Igualdad de Acceso a la Educación 
(Cuotas en universidades y “Programa Uni-
versidad para todos”).
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un Plan de Educación Sexual Integral para todos los niveles educativos. El plan no 
ha empezado a desarrollarse todavía y existe una comisión que es responsable de 
definir la estrategia para llevarlo a cabo. Ningún sindicato de educación es parte 
de la comisión.

En Colombia, el traspaso de fondos públicos a instituciones privadas ha ge-
nerado el cierre gradual de instituciones educativas. Esto ha significado la 
pérdida de 30 000 puestos de trabajo, afectando mayoritariamente a mujeres. El 
gobierno nacional protege esta política de subvencionar a instituciones privadas.

En Colombia han sido los departamentos (provincias) los que han desarrollado 
políticas para introducir la temática de igualdad de género en el currículo edu-
cativo. La gobernación local de Bogotá tiene diferentes iniciativas y mantiene 
algunas coordinaciones al respecto con otros departamentos como Medellín o 
Nariño, pero no existe una política o programa nacional.

La realidad educativa de Perú está cruzada por el elemento intercultural y re-
gional, atendido desde la Dirección Nacional de Educación Intercultural Bilingüe 
y Rural. La ley Nº 29 735  regula el uso, preservación, desarrollo, recuperación, 
fomento y difusión de las lenguas originarias de Perú. El Programa Nacional de 
Movilización por la Alfabetización (PRONAMA) dirigió esfuerzos para la reducción 
de tasa de analfabetismo nacional, actualmente en 6,49%. No obstante, las pobla-
ciones en zonas rurales, entre ellas las mujeres y las niñas, continúan siendo las 
más impactadas por la falta de acceso a la educación.

Según datos del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), en Perú sólo 
el 57,8 % de las mujeres que hablan una lengua materna nativa y viven en área 
rural, acceden a la matrícula del nivel secundario, frente al 66% de los hombres 
en la misma condición.14 En el país existen veinte Institutos Pedagógicos Superio-
res (IPS) que ofrecen formación docente en educación intercultural bilingüe. No 
obstante, en el 2010 solamente cinco IPS habían logrado matricular estudiantes 
pues no todos cumplían los requisitos de ingreso (IEAL, 2010).

En otro orden de medidas, en el 2010, en Perú se aprobó la ley N° 29 600 que 
fomenta la reinserción escolar por embarazo.

En Argentina se aprobó la ley Nacional de Educación (Nº 26 206). Se incluye la 
enseñanza en el nivel inicial desde los 45 días sin carácter de obligatoriedad, pero 
sí reconociendo que garantizar educación desde este momento de la vida genera 
un contexto para la igualdad. Esta ley brinda un marco legal regulatorio para una 
serie de derechos relativos a la inclusión en el sistema educativo y establece la 
enseñanza media obligatoria.

La obligatoriedad de la educación en el nivel inicial, se ha ampliado a los cua-
tro años. El Ministerio de Educación establece el programa Primeros Años en el 
2005, que logra un abordaje territorial para el desarrollo infantil que unificó líneas 
de trabajo de diferentes ministerios de Salud y de Desarrollo Social. El programa 
tiene sus propios presupuestos y define sus mecanismos de trabajo a través del 
establecimiento de equipos o personas facilitadoras de la comunidad. Desde “es-
pacios comunitarios de sostén de la crianza”, estas personas acompañan a las 
familias en diversos ámbitos. Se brindan dos años de formación a las personas fa-
cilitadoras, quienes no son docentes, pero que tienen ahora un puesto de trabajo 
y una cualificación novedosa.

Otras legislaciones que impactan de forma positiva la educación pública son:

•	 Ley 25 919 de fondo nacional de incentivo docente.

•	 Ley 26 058 de educación técnico profesional.

•	 Ley 26 075 de financiamiento educativo.

14. INEI. Brechas de género: insumos para la adopción de medidas a favor de las mujeres, 2010.
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•	 Ley 26 150 de educación sexual integral.

•	 Ley 26 061 de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adoles-
centes.

•	 Asignación universal por hijo.

•	 Programa FINES para finalizar el ciclo de Educación Media.

Al ser consultadas sobre el papel de los diferentes sectores sociales activos en el 
proceso de aprobación e implementación de esta política, en Argentina el pro-
grama Primeros Años, el Ministerio de Trabajo y diputadas de diferentes banca-
das, reconocen actividades y programas de los sindicatos en materia de diversi-
dad y defensa de derechos sexuales y reproductivos.

En el nivel de educación superior, la matrícula universitaria creció un 28%. El 80% 
de las personas que estudian lo hacen en una universidad pública. Desde el 2003 
se crearon nueve universidades nuevas. En el 2015 se aprobó la modificación de 
la ley Nº 24 521 de educación superior en lo que respecta a la gratuidad, garanti-
zando la responsabilidad “indelegable y principal” del Estado en el financiamiento 
de la educación superior y la gratuidad de los estudios de grado en las universi-
dades públicas15.

Brasil ha tenido avances muy significativos en materia educativa. Le educación 
pública se ha visto fortalecida con leyes y medidas como:

•	 Ley de Piso Salarial.

•	 Inversión del 10% del PIB en educación.

•	 Establecimiento del Plan Nacional de Educación/CONAE.

•	 Ampliación de la cobertura de educación inicial.

•	 Programa Género y Diversidad en la escuela.

•	 Ley de Cuotas en universidades (programa Universidad para todos).

En Brasil, en el 2012 se aprobó la inversión del 10% del PIB para la educación, su-
perando el 7% vigente. Esta inversión, establecida a través de la PNE-PL 8035/10 
del Plan Nacional de Educación, se hará de forma escalonada durante una déca-
da hasta alcanzar su cumplimiento a ser invertido de forma gradual. Las principa-
les preocupaciones tienen que ver con el rol que jugarán los grupos privados en 
la venta al Estado de servicios educativos (ver subtítulo “Cuestiones pendientes”).

En relación con las cuotas de ingreso al sistema de educación superior, la ley 
de Igualdad de Acceso a la Educación ordena reservar la mitad de las plazas en 
las universidades federales a estudiantes de escuelas públicas, mayoritariamente 
afrodescendientes, mulatas e indígenas, que son poblaciones en gran medida 
pobres. En el 2010, el censo nacional establecía que 51% de las y los brasileños 
se reconocen como afrodescendientes o mulatos, pero únicamente un 13% de la 
población estudiantil corresponde a personas afrodescendientes y mulatas. Du-
rante el primer año de implementación de la medida, 32 de las 59 universidades 
federales adoptaron la ley de cuotas.

El Plan Nacional de Educación (PNE 2008) de Brasil también toma en cuenta 
la formación, preparación y actualización profesional de personas funcionarias. 
Esta medida ha sido reglamentada a través de una coordinación entre el sindicato 
CNTE, autoridades ministeriales y académicas.

El Plan Nacional de Educación ha sido una propuesta que surge con mucha fuer-
za en el debate sobre la política educativa del país, desde que en el 2009 aumen-
tara significativamente la participación de los movimientos sociales y sindicales 
15. Internacional de la Educación (2015). La gratuidad de la educación superior en Argentina es ley, tomado de http://
www.ei-ie-al.org/index.php?option=com_content&view=article&id=1166:la-gratuidad-de-la-educacion-superior-en-Ar-
gentina-es-ley&catid=73:educacion-america-latina&Itemid=2 
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en los espacios de la Conferencia Nacional de Educación (CONAE). Esta es una 
experiencia de espacios deliberativos, financiados por las autoridades públicas a 
nivel distrital, municipal, estatal y nacional, permiten la participación de institu-
ciones, organizaciones e individuos para debatir la conformación y contenido de 
diferentes políticas públicas en materia de educación. El proceso de diálogo so-
cial generado en el marco de la CONAE no tiene antecedentes en América Latina 
y ha logrado congregar a más de cuatro millones de participantes, en procura 
de establecer las principales políticas educativas y de protección al derecho a la 
educación, abordando también la educación de personas jóvenes y adultas16.

En Costa Rica, la Constitución Política establece que la educación es gratuita y 
obligatoria y costeada por el Estado; además se cuenta con programas de becas 
destinados a estudiantes de bajos recursos. Un 58% de estudiantes no termina 
el colegio. En el nivel de primera infancia, existen los jardines infantiles y la red 
de cuido, pero el 48% de las familias no envían a sus hijas e hijos a los centros 
educativos.

Cuestiones pendientes
En Costa Rica, el Ministerio de Educación Pública ha desarrollado un programa de 
afectividad y sexualidad, que enfrentó no pocas impugnaciones por parte de dife-
rentes sectores y que actualmente se imparte únicamente si las y los estudiantes 
presentan una carta con el visto bueno de sus madres y padres para recibir estas 
asignaturas. Es decir, que el Estado no está siendo garante del derecho a la infor-
mación y educación en materia de sexualidad, sino que subordina su rol estatal a 
una decisión íntima del grupo familiar.

En Argentina, un matiz es que la garantía de la educación en primera infancia 
vino de la mano de un momento de crecimiento de puestos de trabajo en el país, 
pero además de reconocimiento de los derechos de la infancia. Antes del 2005 
no había tantos puestos de trabajo y no se valoraba la necesidad de que las niñas 
y los niños recurrieran a un espacio educativo desde edades tan tempranas. Los 
primeros pasos hacia esta ampliación del sistema de educación inicial se en-
cuentran en el programa de nutrición (una estrategia paliativa luego de la crisis 
del 2001). En ese momento las niñas y los niños recurrían a espacios de cuidado 
en barrios con el fin de alimentarse y porque sus padres y/o madres no los podían 
cuidar. Este era un enfoque distinto al que ahora establece a las niñas y los niños 
como sujetos del derecho al cuido y a la educación. Siempre está de por medio la 
realidad de un país que es federal, es decir que en cada provincia hay un gobierno 
local (con sus instituciones) que también decide la implementación o no de las 
políticas, y actúan además los movimientos sociales y sindicales organizados a 
nivel de estos territorios.

En Brasil, el programa Universidad para Todos garantiza el apoyo financiero para 
que estudiantes provenientes de colegios públicos costeen sus años de estudio 
en universidades, incluso las privadas. Si bien el país tiene 59 universidades fe-
derales, más del 70% de la matrícula universitaria se ubica en centros privados. 
Aún no se tienen datos de cómo este programa ha impactado a las poblaciones 
de mujeres indígenas, afrodescendientes y pobres. No obstante, los sindicatos de 
educación han denunciado el papel que no hay una restricción para que las uni-
versidades privadas y transnacionales perciban los fondos –en manera de pago 
y matrícula– destinados a la educación de estas poblaciones beneficiados por el 
programa mencionado. La Internacional de la Educación, junto con sus afiliadas 
en Brasil, han investigado cómo la comercialización y privatización de la educa-
ción se han visto profundizadas en ese país por las prácticas de empresas trasna-
cionales como Kroton, con una matrícula que supera el millón de estudiantes y 
que recientemente compró el grupo Anhanguera. (OLPE IEAL, 2015)

16. Recuperado de: http://conae.mec.gov.br/
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Participación sindical
En El Salvador, en el marco del Plan Social Educativo vamos a la Escuela 2009-
2014, se ha impulsado una revisión y diseño de los planes de formación inicial de 
docentes con miras a una transformación de la práctica pedagógica. El convenio 
colectivo firmado entre el sindicato ANDES 21 de Junio, el Ministerio de Educa-
ción (MINE) y el Plan de Cooperación Interinstitucional para la “Educación de Ca-
lidad con Enfoque Inclusivo, Emancipador de Paradigmas Socioculturales de una 
Escuela Inclusiva de Tiempo Pleno Transformadora”, facilita y garantiza la partici-
pación del sindicato en la toma de decisiones de cara a la formación y capacita-
ción docente. En el marco de esos nuevos planes de formación inicial docente, 
la formación tiene un eje de  formación general, un eje según la especialidad 
del profesorado, un eje vinculado a la práctica docente, currículo e investigación 
educativa, y finalmente un eje de formación optativa. ANDES 21 de Junio ha de-
sarrollado una estrategia de organización y capacitación que le permite insertar 
los contenidos del Movimiento Pedagógico Latinoamericano y de la educación 
no sexista esa formación optativa, incluyendo seminarios sobre derechos huma-
nos, prevención de la violencia intrafamiliar y género, la educación inclusiva y el 
seminario de Educación Ambiental y Cambio Climático.

En República Dominicana, los sindicatos de educación no están protagonizan-
do el debate metodológico, temático ni administrativo de cómo implementar 
el Plan de Educación Sexual. Son las organizaciones sociales, grupos jesuitas y 
las ONG las que están encabezando el debate sobre este plan. Incluso el Fondo 
de Población de las Naciones Unidas (UNFPA por sus siglas en inglés) y el Fondo 
para la Infancia de las Naciones Unidas (UNICEF por sus siglas en inglés) están 
más activos y más involucrados que los sindicatos docentes. No hay duda que 
de forma individual muchas personas de las bases y de las estructuras sindicales 
se han posicionado a favor de la ley pero esto no se refleja en la postura del sin-
dicato. Los sectores religiosos han solicitado que las y los docentes que lleguen 
a implementar la educación sexual, sean docentes de la materia de religión o al 
menos docentes que hayan expresado ser fieles de la fe católica.

Perú ha hecho un esfuerzo en la ampliación de la educación superior y técnica, 
creando las universidades Nacional Tecnológica de San Juan de Lurigancho, Na-
cional Autónoma de Huanta, Nacional Autónoma Altoandina de Tarma, Nacio-
nal Autónoma de Alto Amazonas, Nacional Intercultural de la Selva Central Juan 
Santos Atahualpa, Nacional Tecnológica de San Juan de Lurigancho, Nacional 
Autónoma de Huanta, Nacional Autónoma Altoandina de Tarma y Nacional Au-
tónoma de Alto Amazonas, entre otras. No obstante, esta ampliación no se ha 
expresado en una estrategia sindical concreta dirigida a construir colectivamente 
un proyecto de educación superior con sentido democrático y latinoamericano.

En Uruguay, la ley General de Educación del año 2008 ha generado un fuerte 
debate social. Si bien la ley subsana la ausencia de una ley nacional (Uruguay se 
regía por una ley de emergencia posterior a la dictadura), los gremios señalan 
que las estructuras para la gestión educativa no son lo suficientemente demo-
cráticas y el sector docente está sub representado y que es necesario que las 
autoridades públicas comprendan el rol central del sector magisterial en los espa-
cios de diálogo y de gobernabilidad de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP) y del Consejo de Directivo Central (CODICEN). Para los sindicatos, 
esta ley aún no responde a las demandas relativas a que los órganos de toma de 
decisiones en el sistema educativo cuenten con autonomía técnica, financiera y 
político-partidaria. Es por eso que los sindicatos se han movilizado desde antes 
de la aprobación de la ley para incidir en el carácter y contenido de la misma, y 
ahora en su reforma y/o ampliación.
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Mirada regional
Como se observa con el área de políticas de protección del derecho a la edu-
cación, los sindicatos han sido actores centrales en la definición de políticas y 
programas. En los países donde se ha avanzado con políticas claras de fortaleci-
miento de la educación (como El Salvador, Argentina y Brasil), los sindicatos han 
reiterado que la inversión pública es la que debe sostener las funciones del sis-
tema educativo y que las mejoras en el proceso educativo pasan por las mejoras 
de las condiciones laborales y la garantía de participación de los sindicatos en la 
toma de decisiones. No en vano en estos tres países también se ha fortalecido el 
proceso de negociación y diálogo social.

Con excepción de El Salvador, ningún otro país informó de la inclusión del tema 
de igualdad género como un punto específico de la Política Educativa. Los sindi-
catos han informado que los programas de educación sexual integral, desarrolla-
dos por los gremios o las autoridades educativas, son los que mayoritariamente 
resuelven el abordaje del tema de igualdad de género y no siempre logran el 
alcance ni la profundidad que se necesita.

Son escasas las políticas educativas focalizadas en las niñas y jóvenes. No hay 
duda que, junto con sus pares masculinos, ellas se ven beneficiadas con los pro-
gramas orientados a fortalecer el ingreso y permanencia en el sistema educativo.
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Estrategias de 
participación 
sindical

Las organizaciones sindicales afiliadas a la Internacional de la Educación América 
Latina tienen ya más de diez años de conocer la política de la Internacional de la 
Educación en materia de igualdad y de discutir el fortalecimiento sindical a través 
de la participación de las mujeres. Tienen además cuatro años de analizar el rol 
sindical en las políticas educativas y de protección al derecho a la educación y 
políticas públicas, en el marco del movimiento pedagógico.

La tarea planteada de promover la discusión y la reflexión sobre el lugar que ocu-
pa la incidencia en políticas de igualdad con perspectiva de género y políticas 
afirmativas en la agenda sindical, también pasa por atender el peso de la igualdad 
de género a lo interno del sindicato.

En las formas más mencionadas de participación en la política pública, sobre-
salen las de “Integración del contenido de la ley al currículo educativo” (cuando 
desde las aulas se aborda el contenido de una legislación) en lo relativo a dere-
chos sexuales y reproductivos y las de “propuesta o negociación”, “movilización 
para la aprobación” y “debate y conflicto” en lo relativo a la política educativa en 
sus diferentes dimensiones. La categoría de “ausencia sindical” prima en el área 
de política pública relativa a los cargos de representación y participación política. 

Como lo plantean los objetivos de esta investigación, se pudo identificar una 
cantidad de legislaciones, programas y acciones estatales iniciadas en la última 
década en ocho países de la región, coincidiendo con el establecimiento de go-
biernos democráticos y populares.

De cara a las estrategias exitosas de participación sindical en la incidencia en la 
formulación e implementación de políticas públicas para la igualdad con pers-
pectiva de género en este período, se observa que es menos común la partici-
pación sindical en las fases de elaboración de contenido de las políticas públicas, 
mientras que es muy amplia la incidencia sindical en la fase de difusión de las le-
gislaciones, dándose a la tarea de llevar el contenido de la legislación al currículo 
escolar y a la formación sindical y docente.

Un ejercicio significativo para perfeccionar las maniobras de incidencia, es que 
los sindicatos que han participado en la formulación de las políticas públicas va-
loren cuáles estrategias de incidencia los fortalecen y cuáles más bien los des-
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gastan como estructuras de representación y movilización. Igualmente se puede 
revisar en cuáles fases de la elaboración de la política pública es más urgente –y 
efectiva– la incidencia sindical y cuáles alianzas deben mantenerse más allá de 
la coyuntura específica.

Todo el quehacer sindical puede tener una efectividad más amplia cuando los 
gobiernos de los países tienen prácticas democráticas y respetuosas de la liber-
tad sindical. Es en el marco de la vida democrática en que los sindicatos pueden 
avanzar mucho más en su incidencia en materia de política pública. Es también 
por ello que las organizaciones afiliadas a la Internacional de la Educación Amé-
rica Latina continúan defendiendo la existencia de gobiernos populares y defen-
diendo las democracias en esta región.
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Recomendaciones 

A continuación se presentan algunas recomendaciones para pensar el lugar que 
ocupa la participación e incidencia en la política pública por la igualdad en la 
agenda sindical.

1.	 Continuar vinculando todo el trabajo sindical a la defensa y la profundización de 
los sistemas democráticos en los diferentes países. La capacidad de avance en las 
luchas y reivindicaciones político sindical están vinculadas al enfoque y las prácti-
cas gubernamentales de las fuerzas políticas que gobiernan.

2.	Reforzar la estrategia de vincular el fortalecimiento sindical con la estrategia de la 
igualdad: con las mujeres ideologizadas y ocupando cargos de poder el sindicato 
adquiere mayor fuerza de afiliación, representación, movilización, negociación y 
propuesta. Esto tiene que ver con trabajar no sólo la militancia, sino la relación 
subjetiva que mujeres y hombres construyen con el poder.

3.	La carencia de políticas públicas efectivas en las áreas de salud, trabajo, educación, 
vivienda y transporte, entre otros, afecta con más fuerza a las mujeres. Por esto, los 
sindicatos deben continuar posicionándose de cara a la inversión en las políticas 
públicas y darle mayor contenido al discurso sobre la justicia fiscal. La justicia fiscal 
de los sistemas públicos es la herramienta para garantizar la inversión en políticas 
públicas.

4.	Promover dentro de las organizaciones sindicales el debate en torno al rol de cara 
a las políticas públicas de ámbitos no educativos y en especial, del área de género.

5.	Que los sindicatos que tienen vinculación activa con partidos políticos, asuman 
una estrategia para que ciertamente haya más mujeres en la política pública, en 
cargos públicos, que lleven una agenda de derechos de las mujeres. Como se ha 
dicho, construir la igualdad dentro de los partidos políticos puede tener un impac-
to en los sindicatos, especialmente en aquellos cuya composición aún está cruza-
da por las correlaciones de fuerza de los partidos políticos.

6.	Los sindicatos pueden verse beneficiados de alianzas sistémicas, no solo coyuntu-
rales, con el movimiento social de mujeres: mayor intercambio de temáticas, ma-
yor articulación en espacios de incidencia en la esfera pública. Esta articulación en 
materia de género puede colocar a los sindicatos de educación en espacios donde 
no han tenido presencia previamente, en ámbitos que también están avanzando 
en el debate político de los derechos (por ejemplo, LGBT en República Dominicana, 
economía del cuidado en Colombia). 

7.	 Ningún sindicato de educación en la región está en condiciones de desarrollar esta 
agenda de forma aislada o independiente. Algunos porque no tienen el contenido 
o no logran elaborar el tema desde una postura político sindical. Otros porque no 
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tienen compañeras que coloquen el tema. Otros porque sus estructuras y diná-
micas internas no facilitan el desarrollo de estas áreas de trabajo y otros porque 
muchos esfuerzos y acciones se pierden ante la falta de voluntad política real de 
sus dirigencias.

8.	La alianza sistémica, incluso la coyuntural, debe orientar para exigir que los meca-
nismos e instituciones responsables del tema de igualdad en los países tengan je-
rarquía institucional, para que haya institucionalidad poderosa que pueda garanti-
zar la transversalidad de la perspectiva de género en el quehacer público. Tres ejes 
de derechos políticos, económicos y sociales resultan fundamentales para mejorar 
las condiciones de vida de las mujeres: 

8.1 El establecimiento de cuotas de participación en todos los niveles de vida pú-
blica (incluyendo la sindical) y empoderamiento en estructuras de representación.

8.2 Impulso del análisis sobre economía del cuidado y las responsabilidades com-
partidas.

8.3 La lucha contra la violencia de género.

8.4 La defensa de los derechos sexuales, reproductivos y de identidad de género.

9.	 Resulta esencial para ampliar y fortalecer la militancia de las mujeres, que los sin-
dicatos incorporen en sus líneas de trabajo campañas y políticas nacionales de 
conciliación de la vida pública con la vida privada, especialmente en materia de 
distribución de las tareas del cuidado y las responsabilidades compartidas. Esta 
recarga de tareas laborales es la base de la desigualdad de nuestra sociedad, es 
la base de la desigualdad en los sindicatos, en las prácticas cotidianas y asumidas 
como naturales en el sindicato y en la sociedad.

10.	Dedicar formación sindical para promover un cambio en la relación subjetiva de 
las mujeres con el poder. Existen obstáculos subjetivos en hombres y mujeres para 
construir nuevas formas de poder en todos los espacios. La formación política y 
sindical también pueden integrar el debate sobre esas construcciones sociales y 
subjetivas de lo femenino como identidad de sacrificio para apropiarse de una 
identidad como sujetas de derechos.

11.	Las agendas de formación y la práctica de la militancia, tampoco puede abstener-
se de incluir las demandas por la laicidad como un punto permanente.

12.	Uno de los temas de debate en el Movimiento Pedagógico Latinoamericano, orga-
nizado por la Internacional de la Educación, tiene que ver con democratizar las or-
ganizaciones sindicales. Este proceso requiere de mayor participación de jóvenes 
y de mujeres. Lograr nuevos liderazgos sindicales que favorezcan nuevas agendas 
sindicales que coloquen a los sindicatos en el debate por políticas de igualdad.

13.	Por más de una década, la Red de Trabajadoras de la Internacional de la Educa-
ción para América Latina, ha sido la estructura desde donde se ha fomentado la 
institucionalización de políticas sindicales con enfoque de género. Parte de esta 
institucionalización pasa por establecer mecanismos dentro del sindicato  ─in-
cluyendo la toma de decisiones, la administración de los fondos, la planificación 
de la formación, la preparación de las negociaciones─ orientados a corregir las 
desigualdades y finalmente, transformar la cultural organizativa e institucional del 
sindicato.

14.	Es importante construir, de forma colectiva, una política que integre los criterios 
de monitoreo y evaluación, en primera instancia de las políticas sindicales, y en 
segunda, de las políticas públicas de igualdad.
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